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INFORMALITY OF HOUSING AND THE GROUND IN 





A housing and land diagnosis for the cities of Cartagena and its area of influence 
and Bucaramanga and its metropolitan area. This accounts for the incentives that 
householdss and housing promoters take into consideration to decide among the 
formal or informal land and housing markets, and the existing institutional 
mechanisms to confront the problem. Taking such things into consideration, one of 
the purposes of the present analysis is to recommend a set of guidelines for a 
national and local strategy, which aims to correct the found faults.    
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El estudio de los determinantes de la oferta y la demanda del mercado de la 
vivienda informal en sectores de bajos ingresos, se necesita para el diagnóstico 
y el diseño de una estrategia nacional que promueva mejoras en el bienestar  a 
través de la formalización de los mercados del suelo y la  vivienda.  
 
En la literatura, la experiencia de urbanización popular en las ciudades de 
América Latina, se interpreta desde la perspectiva de un fenómeno inherente a 
su proceso de desarrollo, donde se conjugan el lento crecimiento per cápita y la 
incapacidad estatal para controlar y promover la oferta de suelo. “La operación 
espontánea del mercado de tierras en el mercado del suelo en las ciudades 
latinoamericanas, con enormes tensiones generadas por una avasalladora 
ampliación de la demanda y una aguda restricción en los recursos fiscales es 
verdaderamente paradójica. La limitación en la provisión de infraestructura 
eleva los precios de la tierra servida. Esto expulsa a sectores de la población 
de la demanda solvente y los empuja a la irregularidad. El Estado debe entrar a 
reparar a posteriori las insuficiencias que esta acción clandestina genera con 
grandes sobrecostos que limitan de nuevo los recursos fiscales, lo que a su vez 
reproduce la escasez, etc. en un círculo vicioso muy perverso. Pero este 
dispositivo les permite a los fraccionadotes y propietarios de terrenos, y tanto 
los legales como los ilegales, obtener jugosas ganancias con el nivel elevado 
de los precios del suelo urbano con muy poca contraprestación de su parte. Se 
trata de un típico esquema de socialización de costos y privatización de 
beneficios, en el que la precariedad de muchos alimenta la afluencia de unos 
pocos” (Jaramillo, 2006). 
 
La urbanización ilegal en Colombia ha respondido a lógicas distintas en 
diferentes ciudades, por lo que los estudios de caso resultan de vital 
importancia para tener una visión integral. Simplificando prevalecen dos 
modalidades.  Por una parte, está el mecanismo conocido como “urbanización 
pirata”, mediante el cual un promotor ilegal de vivienda vende lotes en zonas no 
permitidas para urbanización sin cumplir las normativas al respecto.  Por otro 
lado, está la invasión de terrenos por parte de la comunidad organizada, en los 
que se van construyendo viviendas sin que sea posible hacer las inversiones, 
ni cumplir con la norma urbanística correspondiente. 
 
Para el caso de Cartagena, los desarrollos informales han sido la manera 
predominante del desarrollo urbanístico para las clases populares, donde se 
han invadido terrenos en las faldas de los cerros de la ciudad, en la ciénaga de 
la virgen y en el sistema de caños y lagos internos.  En Bucaramanga, aunque la 
urbanización informal tiene una menor magnitud, la urbanización pirata ha 
loteado suelos de uso no urbano y ha ocupado las zonas de alto riesgo con 
afectación de ríos y quebradas.   
 
En consecuencia, a partir de la historia de dos ciudades,  el presente informe 
tiene como objetivo, elaborar un diagnóstico de suelo y vivienda para las 
ciudades de Cartagena y su área de influencia, así como para Bucaramanga y   
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su área metropolitana, que da cuenta de los incentivos que tienen los hogares y 
promotores de vivienda para optar por el mercado formal o informal de suelo y 
de vivienda y los mecanismos institucionales existentes para afrontar el 
problema. Con base en lo anterior, se proponen lineamientos para una 
estrategia nacional y local para corregir las fallas encontradas. 
 
Para lo cual, el presente informe se encuentra estructurado en nueve 
secciones. La primera que corresponde a la presente introducción donde se 
presenta el objetivo central del estudio. En la segunda se dedica a los 
antecedentes del tema mediante una revisión de la literatura económica sobre 
la interpretación de los mercados del suelo y la vivienda, y las políticas de 
promoción. La tercera sección se dedica a describir las lógicas de la ocupación 
del suelo en ambas ciudades, desde la mitad del siglo pasado, con base en 
bibliografía, entrevistas, la expansión geográfica de los asentamientos formales 
e informales, las tasas de crecimiento poblacionales de ambas ciudades y sus 
municipios vecinos, además analiza la formación del precio del suelo en 
función de sus determinantes.  
 
La cuarta sección corresponde al estudio detallado de las condiciones 
económicas (en torno a la vivienda) de la población, para lo cual se utilizaron 
datos del SISBEN, la Encuesta Continua de Hogares del DANE y una encuesta 
realizada por el CEDE de una selección de diez barrios populares en cada 
ciudad. En la quinta sección, se analizan los costos de la informalidad, para lo 
primero se estiman los costos de desmarginalización, por no facturación de 
servicios públicos y recaudo del impuesto predial, con base en las estructuras 
de costos y poblaciones con carencias habitacionales. En la sexta, se analizan 
las visiones de las familias y de los constructores sobre los determinantes de la 
urbanización formal e informal, según resultados de 22 grupos focales donde a 
la información cualitativa se aplicó la técnica de los diagramas causales.   
 
En la séptima sección, se estudia la capacidad institucional de los gobiernos 
locales para controlar la informalidad y promover la formalidad analizando 
reglamentación, procedimientos y recursos. Mientras en la octava sección, se 
realiza un análisis de las políticas de promoción de la oferta formal de suelo y 
vivienda para la población mas pobre, repasando la historia de la políticas 
locales y el estado de los instrumentos. Finalmente, la novena sección se 





Las políticas  de promoción de la vivienda popular más conocidas en América 
Latina, han consistido en el otorgamiento de subsidios para apoyar o sustituir la 
operación del mercado allí donde este no puede operar de manera espontánea, 
y en la promoción de medidas administrativas, relacionadas con el control del 
uso e intervención del mercado de suelos. 
 
                                                 
2  Siguiendo a Jaramillo ( 2006)   
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Por el lado de la oferta, entre los instrumentos utilizados están la creación de 
promotores de vivienda, estatales y privados, con un subsidio al precio y 
exenciones fiscales con la finalidad de ofrecer inmuebles a precios moderados. 
También están los subsidios a los préstamos para el acceso a la propiedad de 
las viviendas. Por el lado de la demanda, se han otorgado subsidios 
directamente a los usuarios, buscando de esta manera complementar los 
ingresos insuficientes de los hogares más pobres. 
 
Dadas las restricciones presupuestales y la pretensión de ampliar coberturas, la 
asignación de subsidios complementados con créditos de largo plazo, se 
favoreció a los trabajadores menos pobres y con trabajos formales. Mientras 
que la población mas pobre y laboralmente informal exploró varias vías para 
sortear las restricciones de acceso al mercado de crédito y minimizar su gasto 
monetario en consumo de vivienda; a través del alquiler de porciones reducidas 
de viviendas compartidas; mediante la autoconstrucción que vincula fuerza de 
trabajo no remunerada y la sustitución de crédito por cronogramas dilatados y 
flexibles, tanto para la construcción, como para el pago del suelo por parte de 
urbanizadores informales (piratas y clandestinos) y los costos de la habilitación 
de terrenos en el caso de invasiones. 
 
Para atender la demanda informal, generalmente el urbanizador pirata compra 
los terrenos en bruto que va a desarrollar a su propietario original, que puede 
ser un gran terrateniente o un conjunto de campesinos. El precio pagado es 
cercano al precio agrícola con algún aumento de “precio de anticipación” por la 
expectativa de una posible urbanización. El urbanizador pirata configura el área 
delimitando los lotes, diseña una vialidad básica y aplica algún equipamiento 
mínimo: a veces con fuente de agua potable rudimentaria, etc. Vende los 
terrenos a pobladores individuales para que ellos los construyan a través de un 
proceso de autoconstrucción progresivo. Crea una organización de los 
pobladores subordinada a él y se encarga de desarrollar tareas de suministro 
de bienes comunitarios, de movilización y reivindicación frente a las 
autoridades. 
 
Usualmente, el urbanizador clandestino reemplaza a la organización popular y 
lidera su movilización en ciertas tareas de coordinación y en otras induce y 
cataliza la emergencia de dicha organización. Generalmente los terrenos 
invadidos ofrecen desventajas para la urbanización y el invasor debe incurrir en 
costos monetarios: es el caso de los lotes “creados” por los mismos pobladores 
rellenando cuerpos de agua en ciénagas y pantanos. Otro tanto ocurre con los 
lotes en áreas escarpadas. Además, la invasión de tierras es una práctica que 
usualmente implica confrontaciones y eventualmente pugnas violentas.  
 
El precio del terreno que ofrece el urbanizador pirata es relativamente bajo 
respecto a los terrenos formales, pero es mas elevado que el suelo para uso 
rural, incluso agregándole los gastos en infraestructura, que son elementales, y 
descontando las áreas destinadas a vialidad y espacios comunes que tienden a 
ser mínimos. Además, los pobladores están dispuestos a pagar por terrenos 
que no tengan las desventajas y costos de la invasión. 
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Usualmente el urbanizador informal comparte su cultura con sus clientes, un 
hecho que le permite ofrecer atractivas condiciones de pago, en plazos e 
intereses y tener el control de suficientes garantías. Además como proveedor 
primario de urbanismo y líder comunitario, tiene incentivos para ser 
intermediario entre las demandas de formalización del barrio y la política local, 
de allí su gran influencia institucional. 
 
Además, han surgido programas de vivienda popular,  adelantados por agentes 
estatales y privados, que combinan la autoconstrucción con construcción 
formal: desde la producción estandarizada de vivienda incompleta en las que 
están previstas ampliaciones, que luego el autoconstructor termina, la oferta  
de terrenos con núcleos básicos,  hasta las operaciones de “lotes con servicios” 
en los que solo se suministra el terreno equipado  y se deja a cargo del usuario 
la realización de la totalidad de la edificación.  
 
En paralelo, ante el creciente costo del suelo urbanizable y la pobreza de los 
usuarios, los programas de exclusiva construcción formal se ven en la 
necesidad de reducir drásticamente los tamaños de los lotes y de las viviendas, 
para reducir precios a niveles accesibles de las soluciones a la población 
pobre, sacrificando la posibilidad de su ulterior mejoramiento y adecuación, que 
en cambio, si se ofrece desde la informalidad. 
 
Pese a los beneficios individuales, la ocupación del suelo tanto informal como 
ilegal es muy costosa en términos sociales pues no aprovecha las economías 
de escala del urbanismo, margina patrimonialmente a los pobres de los 
mercados, no permite descontar ingresos futuros y es trágicamente vulnerable 
a las inclemencias de la naturaleza. En consecuencia, hay consenso en la 
necesidad de las políticas de control urbano para la vivienda popular, sin 
embargo, la política permisiva predomina por la debilidad institucional, las 
restricciones fiscales y la magnitud de la informalidad.   
 
Frente a 50% de la población de las ciudades mas grandes viviendo en 
asentamientos informales (DNP, 2006), no resulta razonable, ni sostenible 
políticamente,  privarlos indefinidamente de servicios urbanos y sociales. En 
consecuencia, en virtud de las restricciones fiscales, se procede a la 
“desmarginalización” de los barrios mas consolidados, supeditando su 
reconocimiento, a las disponibilidades fiscales y al cumplimiento de requisitos 
básicos de urbanismo, mediante inversiones cofinanciadas por la comunidad.  
 
Así, pese a los evidentes benéficos para familias, urbanizadores y políticos 
involucrados, que se derivan del vínculo entre políticas permisivas y curativas, 
se tiende a estimular y a consolidar la urbanización  ilegal. Este círculo vicioso 
obedece tanto a las particularidades del sistema político, como a las 
magnitudes de la informalidad: si la pobreza y las necesidades de vivienda son 
muy agudas, las demandas por urbanismo no son fiscalmente atendibles. 
Frente a lo anterior, los mecanismos de control se saturan, pierden legitimidad 
y se vuelve menos probable su aplicación, realimentando el proceso.   
 
En teoría, la política de legalización de la propiedad le permitiría al pobre 
urbano participar en la economía formal en términos más amplios y estimular   
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su promoción, mediante el descuento de ingresos futuros utilizando la vivienda 
como garantía. No obstante, es muy débil la evidencia de que la legalización 
por si sola, estimule la solicitud de prestamos bancarios u otras operaciones 
formales  y mejore por si misma las condiciones de los habitantes. Pese a su 
ilegalidad, los derechos de propiedad sobre las viviendas informales se ejercen 
con diversos grados de legitimidad, según el arraigo de las prácticas de hecho, 
los vínculos familiares y comunitarios, permitiendo transacciones, mejoras en 
las viviendas y bienestar de las residentes. 
 
La política de ampliar la oferta formal a través del estímulo a la promoción 
privada, sin un esfuerzo correspondiente en aumentar la tierra equipada, puede 
implicar que  los subsidios otorgados hagan subir el precio del suelo y las 
viviendas, configurándose una transferencia a favor del terrateniente. Las 
políticas de seducir a los promotores clandestinos a entrar a la legalidad a base 
de flexibilizar las exigencias arquitectónicas y urbanísticas, sin mediar más, 
tuvieron resultados indeseados. Los barrios formales replicaron rasgos 
similares a los informales: redes deficitarias que luego tuvieron que ser 
reemplazadas, escasez de espacio público y de vialidad que era muy difícil de 
corregir, etc.. 
 
La ampliación significativa de la oferta de tierra equipada ataca la informalidad 
por la vía del mercado, ampliando el acceso al suelo formal, reduciendo el 
margen de ganancia del urbanizador pirata y moderando el impacto fiscal. Ello 
se puede lograr mediante la creación de bancos de tierras estatales (i.e. 
Metrovivienda) cuya misión sea la de proveer de tierra equipada  asequible 
para los pobres, con instrumentos que mitiguen los procesos especulativos 
derivados de la dotación urbana del suelo, en virtud de la aplicación de 
mecanismos de gestión del suelo (participación en plusvalías y la distribución 
de cargas y beneficios). 
 
Las políticas de ampliación del suelo urbanizado en la práctica enfrentan 
restricciones en la capacidad de producción de servicios públicos relacionados, 
como son acueducto, alcantarillado, energía, vías, mantenimientos de drenajes 
pluviales, etc. Generalmente esta oferta se encuentra rezagada de la demanda, 
es decir se trata de empresas que se comportan como monopolios locales, 
independientemente del origen de la propiedad, marginados del desarrollo de 
operaciones urbanas de interés público. 
 
Finalmente, se puede agregar que el recetario de políticas de promoción del 
suelo y la vivienda para los pobres está lejos de completarse. La experiencia de 
políticas invita a la integralidad de instrumentos, según la problemática de cada 
ciudad, con la finalidad de sustituir estrategias permisivas-curativas, por 
estrategias persuasivas-preventivas basadas en un fortalecimiento institucional 
que permita una activa intervención de los mercados del suelo urbano. 
 
3.  Lógicas de la ocupación del suelo  
 
Ambas ciudades tienen en común ser polos regionales de atracción de 
población pobre y desplazada por la violencia, con una geografía que acota sus   
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posibilidades de expansión, pero las diferencias entre las dos ciudades en las 
condiciones iniciales de la informalidad (mitad del siglo pasado) resultan 
cruciales para explicar la dinámica de la vivienda popular y la situación 
presente (Tabla 1). 
 
Tabla 1 Principales rasgos del AMB y Cartagena 
 
Bucaramanga AMB Total Cartagena AMC sin Cart Total
Población 2005                             577.347              484.644           1.061.991           1.030.149                     178.324           1.208.473 
Pob.Crec. 93-05 1,8% 2,4% 2,1% 2,8% 2,0% 2,7%
Área Formal (has.) 1.931 1.528
Área Informal (has.) 366 3.360
Área Total (has.) 2.297 4.888
Oferentes
Límites a la expansión
Área metropolitana
Tendencias de los 
desarrollos populares
Los desarrollos populares se han dando, en el caso de 
Bucaramanga, al occidente, norte y nor-oriente de la meseta, 
siguiendo el curso de dos ejes viales principales (las vías a 
Cúcuta y al Mar) y la ubicación espacial del sector industrial y 
comercial de la ciudad. En el AMB por la conurbación entre 
Bucaramanga y Floridablanca y el desarrollo vial 
metropolitano entre Bucaramanga y Girón
En torno a la Ciénaga de la Virgen, y en dirección hacia 
el sur y el sureste de la ciudad. También hacia los 
límites con el Municipio de Turbaco y por el norte en 
dirección a  la Boquilla.
 Estado a partir de la oferta directa (ICT y BCH y mas 
recientemente el INVISBU), las constructoras  especializadas 
en VIS y la urbanización informal.
El Estado mediante la gestión del ICT y recientemente 
por Corvivienda. El rol de los constructores formales es 
incipiente. La invasión es una práctica inveterada.
Floridablanca, Piedecuesta y Girón
Turbaco, Turbana, Santa Rosa del Sur, San Estanislao, 
Santa Catalina y Clemencia. 
La meseta de Bucaramanga El mar, la ciénaga y la zona industrial
 
Fuente: DANE y CEDE 
 
En Cartagena la informalidad ya era significativa en un comienzo y a partir de 
allí se retroalimentó a través del desbordamiento de la institucionalidad local 
que con limitaciones de recursos no ha logrado implementar adecuadamente 
los instrumentos de planeación, gestión y control urbano, debilitando su 
credibilidad y dándole legitimidad a la invasión. De hecho, contrario a la visión 
convencional, en Cartagena la vivienda popular acredita numerosas iniciativas 
promovidas local, nacional y desde la cooperación internacional, que con 
diferentes resultados, en común no han tenido una adecuada continuidad y 
articulación. 
 
Mientras que en Bucaramanga, la informalidad es un fenómeno reciente, que 
fue parcialmente contenido por la intensa gestión del ICT y por la existencia de 
mejores instituciones,  siendo su dinámica atribuible al repunte de la demanda 
y a la limitación institucional del AMB para surtir soluciones cooperativas entre 
los municipios que la integran.   
 
Estas dinámicas urbanas también han determinado que la magnitud de la 
pobreza sea mayor y más agobiante en Cartagena que en Bucaramanga, y que 
las soluciones urbanísticas sean mucho más complejas y costosas en el primer 
caso, tanto para el Estado como para las familias. En el primer caso, la escasez  
de suelos afecta por igual a toda la ciudad y los diferentes estratos sociales, 
mientras que en el segundo caso, la menor pobreza y las mejores instituciones 
no resultan suficientes, para contener la incipiente informalidad y atender la 






El crecimiento de la población de Bucaramanga ha desbordado su perímetro y 
seguido hacia el vecindario. De acuerdo con las tasas anuales intercensales, a 
mitad del siglo XX la ciudad mostraba una tasa de 6,2%, que luego redujo a 
3,2% en los años setenta y de acuerdo con las proyecciones de población 
estaría creciendo desde 1993 a una tasa del 1,7% (Gráfico 1).  De tal forma 
que para 2005 Bucaramanga tendría 577 mil habitantes, mientras que los 
municipios vecinos de Floridablanca, Piedecuesta y Girón sumarían 485 mil 
habitantes, creciendo a una tasa del 2,4% y permitiéndole participar con el 46%  
de los 1,06 millones de habitantes  que tendría el Área Metropolitana de 
Bucaramanga, AMB, (Tabla 2).  
 










Fuente: DANE. Los años hacen referencia al censo, 1995 y 2005 corresponden a proyecciones de población. 
 
Tabla 2 Proyecciones de población para el AMB 
 
Bucaramanga AMB sin BUC AMB
(1) (2) (3)=(1)+(2)
1.995 483.534 383.373 866.907
2.005 577.347 484.644 1.061.991
1.995 56% 44% 100%
2.005 54% 46% 100%
Crec. Anual 1,8% 2,4% 2,1%
Fuente: DANE, proyecciones de población
AMB= Área Metropolitana de Bucaramanga
(2) Comprende Floridablanca, Piedecuesta y Girón.  
 
Considerando la formalidad del origen de los barrios, la fecha de fundación y 
sus áreas actuales, se procedió a realizar una estimación de su historia desde 
1950. De acuerdo con este ejercicio en 2000 existían  barrios por el equivalente 
a 2.297 has. de las cuales el 84% correspondía  a origen formal (Tabla 3). En 
Bucaramanga, la casi totalidad de las 366 has. de barrios informales se ha 
generado desde la década del 50. Durante medio siglo el área total creció a 
una tasa promedio anual del 1,9%, inferior al ritmo de la población (3,1%). 
 
Pese a la intensidad del crecimiento de la urbanización informal esta solo 
explica el 16% de la urbanización de la ciudad. De hecho, durante el periodo   
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más dinámico,  entre 1950 y 1980, con elevadísimos crecimientos de la 
población y de la informalidad, el área formal tuvo una tasa de expansión anual 
del 2,1% y contribuyó al 61% del área total de la ciudad, en consecuencia la 
densidad de la población en términos de hectáreas creció al 1,3%. 
 
Tabla 3 Área total urbanizada por procesos formales e informales y población municipio de Bucaramanga. 
Formal Informal Total
1950 917 0 917 112.152 122
1960 1.153 23 1.176 229.748 195
1970 1.420 140 1.560 317.553 204
1980 1.752 219 1.971 337.979 171
1990 1.855 296 2.151 467.631 217
2000 1.931 366 2.297 524.906 228
Tasas de crecimientos anuales
1960 2,3% 2,5% 7,4% 4,8%
1970 2,1% 19,7% 2,9% 3,3% 0,4%
1980 2,1% 4,6% 2,4% 0,6% -1,7%
1990 0,6% 3,1% 0,9% 3,3% 2,4%
2000 0,4% 2,2% 0,7% 1,2% 0,5%





  Fuente: DANE, Oficina de Planeación de Bucaramanga. Cálculos propios. La población al final de cada década se 
hace coincidir con el Censo más cercano y las proyecciones de población del DANE. 
 
En términos generales los procesos de edificación de áreas urbanas 
destinadas a la habitación y la vivienda de las clases populares desde la 
década del 50 del siglo XX para la ciudad de Bucaramanga han sido orientados 
por 3 fuerzas: la intervención Estatal a partir de la oferta directa (ICT y BCH), la 
generación desde la actividad edificadora formal en cabeza de firmas 
especializadas y los desarrollos informales bajo la forma de invasiones y   
urbanizaciones ilegales. 
 
En Bucaramanga, han sido relativamente pocos los procesos de invasión. En 
cambio, prolifera la ilegalidad tanto en los procesos de construcción, 
urbanización, uso del suelo y la tenencia de los inmuebles. Algunos de los más 
conocidos han sido promovidos por los propios propietarios de las tierras para 
forzar la incorporación al perímetro urbano, mediante diferentes modalidades. 
Hay procesos de tenencia comunitaria, propiedad comunitaria e indivisa 
originalmente (Barrio Manuela Beltrán), con un modelo de vivienda físicamente 
individual, pero donde el terreno es legalmente comunitario; en la actualidad se 
desarrolla un proyecto de estas características en el sector sur de Provenza. El 
modelo de divisiones sucesivas, cuando no era exigible por Notariado y 
Registro la licencia de urbanización, se loteaba en diversas ocasiones en 
grupos menores de cinco unidades (Barrio Morrorico). También está la venta de 
las mejoras y no del terreno (Barrio Café Madrid). En el caso del Barrio Los 
Colorados, un centro poblado rural, al norte de Bucaramanga sobre la vía a La 
Costa, al cual se le autorizó un Terminal de bus, un acueducto rural y 
electrificación rural de alta densidad.   
 
La informalidad surge durante el período de estudio, en suelos inadecuados en 
la escarpa y las riveras de los ríos, que sufren principalmente de amenazas por 
inundaciones y deslizamientos, en la proximidad de las fronteras 
intermunicipales aprovechando los vacíos jurisdiccionales. Al occidente, norte y   
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nor-oriente de la meseta, siguiendo el curso de dos ejes viales principales (las 
vías a Cúcuta y al Mar) y la ubicación espacial del sector industrial y comercial 
de la ciudad. En el AMB por la conurbación entre Bucaramanga y Floridablanca 
y el desarrollo vial metropolitano entre Bucaramanga y Girón. 
 
En Bucaramanga al igual de lo usualmente ocurre, los barrios de origen 
informal se establecen en zonas de alto riesgo de catástrofe de origen natural. 
El  Mapa 1 en Bucaramanga muestra la estrecha relación entre los barrios y 
asentamientos de origen informal  con riesgos no mitigables, tales como 
deslizamientos e inundaciones.  
 
Mapa 1 Asentamientos formales e informales en 1950-2000  






En general los precios del suelo urbano se encuentran determinados por los 
usos observados y regulados, las condiciones físico-geológicas, la segregación 
social, la dotación urbanística, entre otros factores. La no disponibilidad de 
información impidió establecer los cambios de los precios en la frontera urbano-
rural, como tampoco analizar sus determinantes. Afortunadamente, la 
existencia de una base de datos de precios comerciales del suelo (1990-2000) 
en la Lonja de Propiedad Raíz de Santander,  correspondiente a transacciones  
al interior del perímetro urbano de  Bucaramanga, permitió medir los cambios 
de precios entre el centro y la frontera, al igual que estimar de que manera 
inciden sus determinantes. 
 
En Bucaramanga dos áreas de la ciudad que operan como centro nodal, el 
Centro Histórico y Cabecera del Llano, por reportar los mayores precios del 
suelo y desde allí una disminución progresiva en la medida que se produce un 
distanciamiento. La primera señalada a la izquierda del Mapa 2, corresponde al 
centro institucional, comercial y financiero que tradicionalmente ha tenido la 
ciudad. Mientras que la segunda área, con una mayor correlación, está 
urbanizada con uso residencial y comercial,  a partir de allí, se pueden 
identificar 3 ejes de expansión de la ciudad, cada uno en dirección hacia el 
norte, hacia el oriente y hacia el sur.  
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En torno al principal centro nodal de la ciudad se procedió a analizar los 
determinantes del suelo. La intención del ejercicio es establecer como el valor 
del suelo en el área urbana se determina en gran medida por la distancia entre 
la localización de los barrios y el centro de la ciudad (-), la vecindad con 
asentamientos informales (-), la dotación urbana (+) y el riesgo de amenazas 
naturales (-). Para lo cual se recurre a una estimación de Mínimos Cuadrados 
Ordinarios MCO de corte transversal, Log-Lineal, es decir  haciendo una 
transformación logarítmica a la variable dependiente, de tal forma que los 
coeficientes resultantes de la estimación se interpretan como una 
semielasticidad, es decir, el cambio porcentual en los precios  ante cambios 
absolutos en la variable explicativa . 
 
La estimación utiliza información para el año 2000 sobre el valor comercial 
promedio a nivel de barrio del metro cuadrado de suelo urbano. En las 
variables de control se tiene la distancia en metros existente entre el centro y la 
frontera de cada barrio que integra la muestra; dummys que nos indican si el 
barrio  colinda con un barrio de origen informal, si está ubicado en una zona de 
amenaza de deslizamiento, y si cuenta con equipamientos como hospitales, 
parques o si se ve atravesado o colinda con una de las vías arterias de la 
ciudad, y si ha sido intervenido por un proyecto del ICT.  A continuación, la 
estructura del modelo: 
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Las variables utilizadas a continuación. 
 
•  Precio(i)  =Variable numérica que indica el precio promedio del mts2 
de suelo urbano en el barrio (i). 
• Distancia  =Variable numérica que indica la distancia existente entre 
el barrio (i) y el área centro nodal. 
• Cercainf    =Variable categórica que identifica los barrios que colindan 
con barrios de origen informal. 
• Amenaza  =Variable categoría que identifica los barrios que se 
encuentran ubicados en zonas de alto riesgo de deslizamiento. 
• Hospital   =Variable categórica que identifica si existe hospital en el 
barrio. 
• Parque  =Variable categórica que identifica si existe de parques en 
el barrio. 
• Vías   =Variable categórica que identifica si existe el barrio es 
atravesado o colinda con una de las vías principales de la ciudad. 
•  ICT    = Variable categórica que identifica si allí el ICT tuvo 
proyectos. 
  
A continuación se presentan 5 modelos con resultados más satisfactorios, que 
en común estiman el comportamiento del precio del suelo en función de la 
distancia al centro nodal y de la vecindad con asentamientos informales. En el 
modelo 1 el precio cae 12% por cada kilómetro que se aleja del centro nodal y 
31% si colinda con un barrio informal.  
 




Coeficiente 12,38 12,42 12,28 12,27 12,31
t 135,56 137,1 108,60 108,3 121,8
(P-value) 4,0E-57 0 5E-52 0 0
Coeficiente -0,00013 -0,0001 -0,00010 -0,0001 -0,0001
t -2,67 -3,0 -1,93 -2,48 -2,47
(P-value) 0,01 0,005 0,06 0,02 0,02
Coeficiente -0,313 -0,25 -0,31 -0,28 -0,32
t -2,85 -2,3 -2,8 -2,6 -2,9
(P-value) 0,01 0,03 0,01 0,01 0,01
Coeficiente -0,24
t- 2 , 0
(P-value) 0,05
Coeficiente 0,16








N 45 45 45 45 45
R^2 (ajuste) 0,42 0,37 0,45 0,45 0,45
Significancia prueba F (p-value) 1E-05 2E-04 2E-05 2E-05 2E-05
Parques en el barrio (+)
Modelos (Log-lineal)
Hospital en el barrio (+)
(+) Vía arteria 
Cercanía barrio informal (-)




Distancia al barrio nodo (-)
 
 
Los modelos  3, 4 y 5,  son extensiones del modelo básico, donde 
sucesivamente se le agrega cada vez una variable explicativa diferente, con el 
signo esperado, pero con significancia individual moderada: el precio cae en 
24% ante una amenaza de deslizamiento en el barrio, aumenta 16% por contar 
con un hospital, 14% por conectar con una vía arteria y 13% por estar dotado   
 
  15
de un parque. En todos  se aprecia robustez en los coeficientes asociados a la 
distancia y la vecindad a la informalidad, es decir, estabilidad en los valores, 
signos y su calidad estadística. (Tabla 4). La presencia de proyectos del ICT 




Desde la mitad del siglo pasado el crecimiento de la población se ha 
desacelerado, pero  a un ritmo más bajo que el total nacional. De acuerdo con 
las tasas anuales intercensales, entre 1951 y 1993 Cartagena registró un 
crecimiento del 4,6%, que luego redujo a 2,8% entre 1993 y 2005, de acuerdo 
con las proyecciones de población del DANE, hasta sumar 1’030 mil habitantes 
(Gráfico 2).  Mientras tanto, durante el último período su área metropolitana 
integrada por los 178 mil habitantes de Turbaco, Turbana, Santa Rosa del Sur, 
San Estanislao, Santa Catalina y Clemencia, creció solo al 2%. Mostrando de 
esta manera la intensa atracción poblacional que ejerce Cartagena sobre sus 
municipios vecinos (Tabla 5).  
 













Tabla 5 Proyecciones de población para Cartagena y su área metropolitana 
Cartagena AMC sin Cart AMC
(1) (2) (3)=(1)+(2)
1.995 780.527 146.370 926.897
2.005 1.030.149 178.324 1.208.473
1.995 84% 16% 100%
2.005 85% 15% 100%
Crec. Anual 2,8% 2,0% 2,7%
Fuente: DANE, proyecciones de población
AMC= Área Metropolitana de Cartagena
(2) Comprende Turbaco, Turbana, Villanueva, 
 Santa Rosa del Sur, Santa Catalina, San Estanislao y Clemencia  
 
 
Al igual que se hizo para Bucaramanga, también se estimaron mapas de 
expansión urbana según formalidad en Cartagena, utilizando información 
relacionada con la formalidad  del origen, su antigüedad y áreas de los barrios, 
para recrear la historia desde 1950. Dado que la fundación de muchos barrios   
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se remota a los tres siglos anteriores, el estado de la formalidad para los 
barrios ya establecidos a comienzo del período de estudio, se asimiló a su 
orígen.  
 
De acuerdo con este ejercicio en 2000 existían  barrios por el equivalente a 
4.488 has. de las cuales el 69% correspondía  a origen informal, una 
distribución muy parecida a la que ya existía a principios del período de estudio 
(Tabla 3). En Cartagena, los asentamientos realizados durante la décadas de 
los años sesenta y ochenta, explican el 87% de la expansión registrada desde 
mediados del siglo pasado, las iniciativas formales explican un 32%. Desde 
1950 el área total creció a una tasa promedio anual del 1,2%, inferior al 
crecimiento de la población (4,1%), de allí que la densidad por hectárea pasara 
de 43 habitantes por hectárea en 1950  a 185 en 2000.  
 
Tabla 6 Área total urbanizada por procesos formales e informales y población municipio de Cartagena. 
Formal Informal Total
1950 798 1.835 2.633 113.000 43
1960 798 1.871 2.669 217.900 82
1970 1.350 2.485 3.835 348.961 91
1980 1.360 2.622 3.982 563.949 142
1990 1.521 3.252 4.774 747.390 157
2000 1.528 3.360 4.888 902.005 185
Tasas de crecimientos anuales
1960 0,0% 0,2% 0,1% 6,8% 6,6%
1970 5,4% 2,9% 3,7% 4,8% 1,1%
1980 0,1% 0,5% 0,4% 4,9% 4,5%
1990 1,1% 2,2% 1,8% 2,9% 1,0%
2000 0,0% 0,3% 0,2% 1,9% 1,7%
2000-1950 1,3% 1,5% 1,2% 4,2% 3,0%
Años




Fuente: DANE, Oficina de Planeación de Cartagena. Cálculos propios. La población al final de cada década se hace 
coincidir con el Censo más cercano.  
 
La producción de vivienda popular ha sido fundamentalmente liderada por dos 
actores. El Estado mediante la gestión del ICT y recientemente por 
Corvivienda. El rol de los constructores formales aún es incipiente. 
 
Durante el período de estudio, el crecimiento urbano ha sido confinado por el 
mar, la ciénaga y la zona industrial. La urbanización informal es una práctica 
antigua y no exclusiva de la población pobre, a  través de los invasores de 
viejos lotes abandonados de carácter rural o por rellenos artesanales en zonas 
de alto riesgo de inundación.  
 
La vivienda informal creció en torno a la Ciénaga de la Virgen, y en dirección 
hacia el sur y el sureste de la ciudad. También hacia los límites con el Municipio 
de Turbaco y por el norte en dirección a la Boquilla, siguiendo como principal 
determinante el desarrollo vial de la ciudad y la proximidad a barrios de origen 
institucional, lo que facilitó el acceso a los servicios públicos por parte de la 
informalidad. Esta modalidad de urbanización  se ha establecido generalmente 
en zonas de riesgo (inundación alta y redes de alta tensión) y protección 
ambiental no urbanizadas y lejanas al centro de la ciudad. La informalidad ha 
sido parcialmente contenida por la zona industrial de Mamonal (Mapa 3).  




Mapa 3 Asentamientos formales e informales en 1950-2000  






4.  Condiciones de las viviendas y de los residentes 
 
Esta sección analiza la población de Bucaramanga y su área metropolitana 
utilizando dos fuentes diferentes. La primera parte utiliza información del 
sistema de identificación y clasificación de potenciales beneficiarios para 
programas sociales (SISBEN), la segunda se basa en información recolectada 
directamente en los grupos focales que se organizaron con motivo de este 
proyecto.  
 
La identificación de la formalidad en el origen del barrio también corresponde a 
información obtenida de las respectivas municipalidades. Además, en la 
encuesta llevada a cabo en los grupos focales, se indagan cambios en el 
estado de la formalidad de las viviendas desde su construcción hasta el 
presente, mediante preguntas relacionados con la regularización del acceso los 
servicios públicos y de los derechos de propiedad. 
 
4.1. Según el SISBEN 
 
La encuesta del SISBEN se realizó mayoritariamente en el 2005, y a partir de 
está, se calcula una serie de indicadores de calidad de vida de los hogares en 
Cartagena,  Bucaramanga y su área metropolitana. El área metropolitana de la 
ciudad de Bucaramanga se divide en tres ordenamientos municipales 
independientes, pero unificados para efectos de planificación desde 1982. 
Estos son Floridablanca, Piedecuesta y Girón.
3 
 
                                                 
3 En sentido estricto el área metropolitana incluye también a la ciudad de Bucaramanga. Sin 
embargo, en este capítulo se trata a la ciudad de Bucaramanga de manera independiente y por 
tanto se define como área metropolitana de Bucaramanga a las ciudades de Floridablanca, 
Piedecuesta y Girón.   
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El SISBEN cobija gran parte de la población de la ciudad de Cartagena y 
Bucaramanga. La Tabla 7 muestra que el 63% de la población cartagenera, el 
40% de la población bumanguesa y cerca del 80% de Área Metropolitana de 
ésta última está allí registrada.  
 
Tabla 7 Población Total de Cartagena y Bucaramanga 
Ciudad
Población 










Cartagena 599.771 952.855 63%
Bucaramanga 231.117 571.458 40%
Área Metropolitana de 
Bucaramanga 319.013 414.365[1] 77%  
Fuente: DNP y DANE proyecciones de población 2005, cabecera. Cálculos propios 
 
La encuesta del SISBEN abarca 242.840 hogares de las ciudades de   
Bucaramanga, Área Metropolitana de Bucaramanga y Cartagena. Estos 
representan a  1.149.901 personas, que son  el 59% de la población total de las 
ciudades analizadas. El área metropolitana de Bucaramanga tiene un total de 
319.013 habitantes en el SISBEN, 164.376 habitantes en Floridablanca, 82 mil 
en Piedecuesta y 71 mil en Girón (Tabla 8). 
 
Tabla 8 Población en el AMB en el SISBEN 
 
Fuente: DNP. Cálculos Propios 
 
Dada la población objetivo del estudio, aquella de menores recursos, se tomó 
únicamente la población cuyos ingresos eran de máximo seis salarios mínimos. 
Además, debido a que la representatividad del SISBEN para estratos 4 y 5 es 
muy baja, los resultados se concentran en los inferiores. Debido a la 
orientación del SISBEN, estos ajustes no tienen efectos sustanciales sobre la 
muestra ya que de 54.028 hogares de Bucaramanga y 115.604 de Cartagena 
sólo se eliminaron de la muestra un total de 249 y 581 hogares 
respectivamente. La eliminación de los estratos altos representa menos del 1% 
de la muestra del área metropolitana de Bucaramanga. La Tabla 9 muestra el 
porcentaje y el número total de hogares pertenecientes al SISBEN 
jerarquizados entre los diferentes estratos
4 (Mapa 4).  
 
                                                 
4 El estrato cero hace referencia a aquellos hogares que no están estratificados o que no les 
llega recibo de energía eléctrica. Es decir, se presupone que son barrios con ciertos niveles de 
Informalidad.  
 




Girón  71.727 22.48%
Piedecuesta 82.910 25.99%
Total  319.013 100%  
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Tabla 9 Tamaño de la Población por Estratos 
No. Total de 
hogares Porcentaje
No. Total de 
hogares Porcentaje
No. Total de 
hogares Porcentaje
0 1.552 2.87% 1.935 2.64% 5.715 4.94%
1 17.418 32.24% 15.720 21.48% 65.114 56.33%
2 21.889 40.51% 36.690 50.12% 40.223 34.79%
3 13.140 24.32% 18.703 25.55% 4.509 3.90%
4 11 0.02% 134 0.18% 34 0.03%
5 18 0.03% 21 0.03% 9 0.01%
6 --1 0 . 0 0 % --
Total 54.028 100.00% 73.208 100.00% 115.604 100.00%
Estrato
Bucaramanga




Fuente: SISBEN. Cálculos Propios 
 
Mapa 4 Estratificación de Bucaramanga y Bucaramanga 2005. 
 
La relación entre las condiciones de las viviendas y los estándares de vida se 
examina a partir  del nexo entre las carencias habitacionales  y la pobreza 
según Necesidades Básicas Insatisfechas, NBI.  Ambos conceptos, tienen en 
común los atributos de hacinamiento, carencia de servicios y vivienda 
inadecuada. La Tabla 10 muestra como la metodología básica sigue la 
propuesta del DNP, aunque la implementación se ejecuta con las restricciones 
propias del formulario SISBEN 
5. Allí, el déficit de vivienda comprende los 
                                                 
5 Adicionalmente, el DNP plantea una categoría adicional, la de vivienda faltantes, definidas 
como aquellas en que se presenten simultáneamente hogares sin acueducto y sin 
alcantarillado, y con materiales inadecuados o pisos en tierra,  o sin alcantarillado, y con 
materiales inadecuados o pisos en tierra.  Los cuadros que se presentan en esta sección 
incluyen tanto el indicador servicios inadecuados y el de vivienda inadecuados. La suma de 
estos dos son altamente sustitutos del primer indicador planteado. Adicionar una 
desagregación más según si el hogar no tiene acueducto o no tiene alcantarillado tendría como 
efecto multiplicar el número de cuadros sin aportar mayor información de la que ya esta 
descrita en el documento.  
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hogares que tienen carencias habitacionales, siendo estas no subsanables 
(déficit cuantitativo), y  lo contrario (déficit cualitativo), sin que ello implique que 
se puedan sumar. Existen hogares que comparten ambas.  
 
El déficit cuantitativo de vivienda busca expresar el número de unidades 
faltantes para que cada familia u hogar tenga acceso a una vivienda para su 
propio uso (Fresneda, 1997).  Este se puede estimar de varias maneras, 
restando al número total de viviendas el número de hogares, identificado los 
hogares que residen en viviendas con carencias insubsanables,  los hogares 
que cohabitan pero que desearían tener vivienda individual. Todo depende de 
la disponibilidad de información,  del detalle deseado en los resultados y de los 
objetivos de análisis. 
Tabla 10 Comparación Metodológica, Indicadores de Calidad de Vida 



























Relación Estructural    Promedio número de hogares/ promedio 
número de viviendas 
Hacinamiento  3 o más personas por cuarto. 
  3 o más personas por cuarto. 
Servicios 
inadecuados 
Ausencia de acueducto, alcantarillado, 
energía eléctrica. 
 



























Paredes o pisos en materiales 
inadecuados. 
Vivienda que no es ni casa, apartamento, ni 
cuarto en casa o apartamento; o viviendas sin 
paredes, o paredes de: zinc, tela, cartón, latas, 
desechos, plásticos, guadua, caña, esterilla, 
otros vegetales, madera burda o bahareque, 
también los hogares con piso de tierra o arena. 
Carencias dentro del 
núcleo del hogar 
Dependencia 
económica 
Hogares donde hay mas de tres personas 
por ocupado y en donde el jefe ha 
aprobado, como máximo, dos años de 
educación primaria 
Hogares donde hay mas de tres personas por 
ocupado (se tomo por ocupado a aquellos con 
ingresos:  trabajando, rentista, pensionado) y en 




































Carencias dentro del 
núcleo del hogar 
Inasistencia escolar 
Hogares con al menos un niño de 7 a 11 
años, pariente del jefe, que no asiste a 
establecimiento educativo 
Hogares con al menos un niño de 7 a 11 años, 
pariente del jefe (se tomaron hijos, nietos, 
hermanos, sobrinos, primos, cuñados u otros 
parientes), que no asiste a establecimiento 
educativo 
FUENTE: Departamento Nacional de Planeación (DNP) y metodología propia (CEDE) 
 
El número absoluto del déficit cuantitativo  se puede interpretar como cuantas 
viviendas adicionales se necesitarían para que cada hogar habitara en una, 
                                                 
6 El DNP realiza una distinción de procedimiento metodológico de los índices y los desagrega 
entre rural y urbano. Para este trabajo solo fue necesario utilizar la metodología para el sector 
urbano. 
7 Para medir el déficit cualitativo en la zona urbana, se tiene en cuenta el servicio de 
recolección de basuras, ya que se considera básico y busca dar cuenta de las condiciones de 
saneamiento del sector. Este servicio es una medida de servicio inadecuado. 
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número que se consideraría “ideal”, pues desconoce a los hogares que 
prefieren compartir la vivienda para lograr un mayor bienestar. Este indicador, 
sin embargo, es problemático pues no permite relativizar el indicador respecto, 
por ejemplo, al tamaño del barrio.  Por este motivo se calculó el otro indicador 
definido como el número de hogares por viviendas (número de hogares/ 
número viviendas) para todos los hogares y todos los barrios que se 
encuentran registrados en el SISBEN. 
 
El déficit cualitativo de vivienda, se define como el número y proporción de 
unidades de convivencia primaria que tienen una vivienda con tres carencias 
subsanables: hacinamiento, servicios inadecuados o vivienda inadecuada 
(Fresneda, 1997). De esta manera, este indicador es también un rasgo de la 
población con necesidades básicas insatisfechas (NBI), junto con otras dos 
carencias : la dependencia económica y la inasistencia escolar. Se considera 
un hogar en pobreza (miseria) si tiene al menos uno (dos) de los cinco 
indicadores simples mencionados (Tabla 10). 
 
El cálculo de la Tabla 10 con información del SISBEN se realizó sobre el 
entendimiento de que el déficit cuantitativo y el cualitativo no son susceptibles 
de adicionarse y a partir de allí obtener un déficit total. Muchos hogares con 
carencias habitacionales, al mismo tiempo cohabitan, así que cumplen en 
simultánea ambos tipos de déficit de vivienda. Además, los hogares que 
cohabitan no solo comparten el mismo techo, sino también otros componentes 
de su canasta de consumo, de tal suerte que una eventual separación vía 
vivienda individual, necesariamente no mejoraría su bienestar. En 
consecuencia, por un lado se calculó el déficit cualitativo con aquellos hogares 
que presentaban las siguientes  tres carencias habitacionales: hacinamiento, 
servicios inadecuados y condiciones inadecuadas de la vivienda. Por otro lado, 
también se contabilizaron los hogares que cohabitan, como medida del déficit 
cuantitativo.  
 
La Tabla 11 es un compendio generalizado de los indicadores que se van a 
analizar.  En Cartagena los hogares que conforman el déficit cualitativo 
representan el 41,7% de la población total, en pobreza  46,6%  y los que 
cohabitan (déficit cuantitativo) 6,6%.  En Bucaramanga, estas magnitudes son 
del 16,8%,  21,8% y 2,4%, en forma respectiva.  
 
El hacinamiento es el rasgo predominante de las carencias habitacionales y la 
pobreza en estas dos ciudades. Más de la mitad de los hogares cartageneros 
inscritos en el SISBEN están hacinados, mientras que más de un tercio de los 
de Bucaramanga y poco más de un cuarto de aquellos en el AMB lo están. Los 
hogares con servicios inadecuados, son el 18% en Cartagena y el 3% en 
Bucaramanga, mientras que la vivienda inadecuada corresponde al 15% y 3%, 
en forma respectiva Las condiciones cualitativas de la vivienda en Cartagena 
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Tabla 11 Indicadores de Calidad de Vida según Indicadores de NBI 
Déficit Habitacional No. Hogares % SISBEN
% Población 
Total 
Proyectada No. Hogares % SISBEN
% Población 
Total 




(1) Total de hogares 53,779 100% 73,208 100% 115,023 100%
(2) Hogares sin carencias habitacionales 24,514 45.58% 18.23% 35,561 48.58% 37.40% 30,027 26.11% 16.45%
(3) Deficit cualitativo incluye (4), (5),(6) 22,592 42.01% 16.80% 26,227 35.83% 27.59% 76,115 66.17% 41.69%
(4) Hogares con servicios Inadecuados 3,471 6.45% 2.58% 10,681 14.59% 11.23% 32,676 28.41% 17.90%
(5) Hogares con vivienda Inadecuada 3,834 7.13% 2.85% 5,542 7.57% 5.83% 28,278 24.58% 15.49%
(6) Hogares con hacinamiento 20,334 37.81% 15.12% 20,090 27.44% 21.13% 63,360 55.08% 34.70%
(7) Hogares con inasistencia escolar 134 0.25% 0.10% 406 0.55% 0.43% 669 0.58% 0.37%
(8) Hogares con dependencia económica 14,181 26.37% 10.55% 21,592 29.49% 22.71% 37,471 32.58% 20.52%
(9) Cumple al menos uno de (4),(5),(6),(7),(8) Hogares 
con Necesidades Básicas Insatisfechas (Situación 
Pobreza) 29,265 54.42% 21.77% 37,647 51.42% 39.60% 84,996 73.89% 46.55%
(8) Cumple dos o más de (4),(5),(6),(7),(8) Hogares con 
Necesidades Básicas Insatisfechas (Situación de 
Miseria) 9,953 18.51% 7.40% 14,159 19.34% 14.89% 48,226 41.93% 26.41%
(9) Hogares que cohabitan: Dos hogares o más por 
vivienda 8,942 16.63% 6.65% 6,761 9.24% 7.11% 4,438 3.86% 2.43%
Fuente: SISBEN. Cálculos Propios
* % Población total proyectada es cuanto representa la 




Indicadores de Calidad de Vida Según NBI*
 
 
El bajo número de inasistencia escolar se explica por el diseño de la encuesta 
del SISBEN. Mientras que la proporción de hogares con excesiva dependencia 
económica  en Cartagena es casi el doble (20%) que en Bucaramanga (11%). 
 
Medido en términos relativos, el déficit habitacional como proxy de déficit 
cuantitativo indica, de manera quizás sorpresiva, que Bucaramanga y su área 
metropolitana presentan peores condiciones. Sin embargo, estos resultados 
plantean la hipótesis, de que la precariedad del ingreso y el clima interactúan 
para que los hogares decidan compartir viviendas o residir en una vivienda 
inadecuada.  
 
El déficit cualitativo de vivienda, se basó en la construcción de cinco 
indicadores. El primero de los cuales es el índice de hacinamiento, que como 
ya se señaló es muy elevado y muestra peores valores en Cartagena. 
Indicadores adicionales como el número de personas por hogar y el número de 
personas por baño mostraron resultados similares.  
 
El segundo indicador, de servicios inadecuados, mostró resultados 
preocupantes, particularmente en la población de estrato cero y uno. Además, 
mientras en Bucaramanga menos del 7% de los hogares SISBEN carece de 
estos servicios fundamentales, la cifra llega al 15% en el área metropolitana y 
más del 18% en Cartagena. Proyectando al total de la población la cifra es 
2,5%, 11,2% y 17,9% respectivamente. 
 
El tercer indicador, vivienda inadecuada, buscaba medir la calidad física de la 
vivienda. Se encontró que mientras en Bucaramanga y su área metropolitana, 
el 3% y el 6%, de los hogares tiene niveles inferiores al estándar mínimo, en 
Cartagena es el 15%. Por estrato se encontró que la mayor carencia de 
vivienda adecuada, corresponde a los hogares pertenecientes a los estratos 
cero y uno. 
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El cuarto indicador, la dependencia económica ofrece menos diferencia tanto 
entre ciudades, como por nivel de estrato para los hogares SISBEN. Sin 
embargo, los niveles de 26% para Bucaramanga, 29% en el área metropolitana 
y de 32% para Cartagena siguen siendo altos. Para el total de la población, los 
indicadores son 10%, 23% y 21% respectivamente.  
 
Finalmente el quinto indicador, de inasistencia escolar, pese a los 
subestimados valores, igualmente, se observa una mayor concentración en los 
estratos cero, uno y dos.  
 
Los resultados indican que más de la mitad de los hogares reportados en el 
SISBEN en la ciudad de Bucaramanga y su área metropolitana presentan 
condiciones de pobreza, cifra que llega al 74% en Cartagena. La cifra se 
reduce al 21% en Bucaramanga, 40% en su área metropolitana y 46% en 
Cartagena cuando se extrapolan los resultados al total de la población.  
 
 
De acuerdo con las NBI los hogares SISBEN catalogados como en situación de 
miseria son casi el 19% de los hogares encuestados en la ciudad de 
Bucaramanga y su área metropolitana y más del 42% en Cartagena. 
Extrapolando hacia la población total,  las cifras son 7%, 15% y 26% 
respectivamente. 
 
Se concluye por tanto que buena parte de los hogares de Cartagena viven en 
condiciones por debajo de lo mínimo aceptable. En Bucaramanga y su área 
metropolitana el porcentaje es menor, pero aún así la baja calidad de vida toca 
a uno de cada cinco hogares. Además, hay evidencia que sugiere que los 
hogares con cualquier tipo de carencia en términos de la calidad de su vivienda 
o de su hogar son aquellos con menores ingresos. 
 
Los hogares con carencias habitacionales tienen menores ingresos tanto 
absolutos como per cápita. 
 
La información del SISBEN y clasificaciones de los barrios según formalidad en 
su origen permitió hacer comparaciones.  La Secretaria de Planeación 
Municipal de la Alcaldía de Bucaramanga y de la Alcaldía de Cartagena, 
facilitaron la identificación  del origen formal o informal de un barrio. Se 
advierte, que el estado de la información no permitió hacer el ejercicio para la 
totalidad de los barrios y se esperaría que el mejoramiento en las condiciones 
de los barrios informales que luego se volvieron formales,  podrían estar 
sesgando hacia abajo las diferencias. 
 
Los resultados para el caso de Bucaramanga en general muestran lo esperado. 
Es decir los barrios originalmente formales muestran mayores ingresos y en 
general mejores condiciones de vida. Sin embargo, hay razones para pensar 
que lo anterior no es cierto para todos los indicadores. Por ejemplo, se 
encontró que los barrios informales presentaban un déficit en servicios públicos 
inferior al de los barrios formales.  
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Este resultado, que también se observa en Cartagena, sugiere que, aun 
invadiendo o formando barrios informales, las condiciones de vida de dichos 
barrios no son radicalmente inferiores, especialmente si se comparan los 
indicadores relativos a la calidad de la vivienda (es decir, además de los 
servicios públicos, lo adecuado de la misma). Incluso, en el caso Cartagenero 
la calidad de la vivienda en los barrios de origen informal parece ser superior. 
 
4.2. Según encuesta del CEDE 
 
La encuesta se realizó al final de la jornada de cada grupo focal realizado en 
Bucaramanga y Cartagena, en diez barrios en cada ciudad (8 informales y 2 
formales), que fueron seleccionados con el criterio de identificar la mayor 
diversidad posible de tipologías. En total se lograron 156 encuestas, que 
aunque no tienen representatividad estadística, son ilustrativas de la diversidad 
existente y que por esta razón no se desagregan los resultados entre barrios de 
origen formal e informal. Allí se indagó información complementaria al SISBEN, 
como motivaciones de compra, perfil del comprador, modalidades de 
transacciones, procesos de formalización y características de las viviendas. 
 
Los hogares que tienen predios en invasión representan el 50 por ciento de los 
hogares encuestados en la ciudad de Bucaramanga, y representan el 44,3 por 
ciento de la ciudad de Cartagena. 
 
En ambas ciudades, la edad promedio del jefe del hogar supera los cuarenta y 
cuatro años. Los jefes de hogar en edad más avanzada son los que viven en 
vivienda construida que superan en promedio los cincuenta años. Es 
importante señalar que la mayoría de jefes de hogar son mujeres en los barrios 
de invasión, situación que no se presenta en los hogares con situación legal 
formal, donde la mayoría de los jefes de hogar son hombres. 
 
En la mayoría de los casos el jefe de hogar se encuentra casado, en el 70 por 
ciento de los hogares encuestados. El nivel de educación del jefe del hogar es 
muy variado. En su mayoría el jefe del hogar realizó la primaria y casi el 40% 
de los jefes de hogar tienen secundaria. Cabe señalar que casi el 10% de los 
jefes de hogar no tienen ningún nivel educativo. 
 
La mayoría llevaba trabajando entre uno y veinte años. Los tipos de trabajos en 
los que están empleados actualmente los jefes de hogar son muy variados. Si 
el jefe de hogar es mujer trabaja preferiblemente en el servicio doméstico, 
hotelería, entre otros. Si el jefe de hogar es hombre trabaja en la construcción, 
en el comercio informal, de chofer entre otras actividades. 
 
Suponiendo que exista una relación positiva entre ingreso y educación, y que 
entre mayor sea el nivel de ingreso del hogar menor es la incidencia de vivir en 
la informalidad, se realizó un ejercicio para comparar el tipo de vivienda y el 
nivel de educación. Los resultados no indican relación alguna entre el tipo de 
vivienda y el nivel de educación. Pero si es posible afirmar que la mayoría de 
los jefes de hogar que no tienen ningún nivel de educación viven en predios de 




Al momento de comprar la vivienda el 75% de los jefes de los hogares 
contaban con empleo. Para medir la informalidad del trabajo del jefe del hogar 
se les preguntó si los jefes tenían contrato laboral, los jefes de hogar que no 
tenían contrato laboral eran el 64,1% y los que tenían contrato laboral eran el 
35,9%. Lo que muestra que la mayoría de los jefes cabeza de familia que 
trabajaban pertenecían al sector informal. El 72,6% de los jefes de hogar que 
invadieron trabajaban en el sector informal. 
 
Los resultados agregados indican que en promedio el tiempo en obtener la 
promesa de compraventa fue de 1,5 años, para obtener las escrituras 
(Notarías) los hogares tuvieron que esperar en promedio 6,6 años de haberse 
mudado a su sitio de residencia, mientras que el tiempo de registro (Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos) resultó inferior al anterior, revelando el 
desconocimiento de dicho trámite. 
 
En general, la principal ventaja de la vivienda formal es disponer con mayor 
prontitud de los papeles de propiedad. Sin embargo, en términos de acceso a 
servicios u otros servicios sociales, la vivienda informal no esta particularmente 
rezagada. Destaca, por ejemplo que los habitantes de vivienda informal, 
consideran que su vivienda vale lo mismo que aquellas originadas en el sector 
formal. Es decir, ni por tamaño ni por calidad de la vivienda hay fuertes 
diferencias entre la vivienda formal e informal. La vivienda informal, por 
ejemplo, logra acceder a servicios básicos, con un rezago menor frente a la 
vivienda formal, con la diferencia que no está pagando por ellos. Parecería 
conveniente fortalecer los incentivos para que los pobladores opten por las 
alternativas formales, dados los sobrecostos que involucra la informalidad. 
 
5.  Costos de la informalidad  
 
Estimación de los sobrecostos que se derivan de la urbanización informal es un 
ejercicio indispensable para valorar el costos  sociales de políticas y cuya 
metodología es relativamente sencilla en la medida de la disponibilidad de 
información (Rocha y otros, 2004). Desafortunadamente, para el caso de las 
dos ciudades no se obtuvo información sobre inversiones provisión de 
urbanismo y servios públicos en barrios ya consolidados, siendo necesario 
aproximarlo mediante información del estudio señalado. De esta manera, el 
ejercicio realizado tiene la finalidad de ilustrar las posibilidades metodológicas 
que ofrece la estimación de sobrecostos para el diseño de políticas, haciendo 
la salvedad de la representatividad de la información  y la simplicidad de los 
supuestos. 
5.1.  Estructuras de costos de construcción 
 
La vivienda es uno de los bienes que visiblemente contribuye al bienestar 
económico. Las familias le dedican una parte importante de sus ingresos y el 
esfuerzo es particularmente significativo para los hogares de más bajos 
ingresos.  
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El principal obstáculo para conseguir vivienda propia en los estratos bajos (1 y 
2) está determinado por los altos precios de éstas, en comparación con los 
ingresos recibidos, sumado a la dificultad de conseguir crédito. Ante estos 
hechos, una alternativa es acudir al mercado informal del suelo y la vivienda 
donde se ofrecen menores precios, alternativas de financiación y la posibilidad 
de acudir a la autoconstrucción, donde los cronogramas de obras y gastos se 
adecuan a las particularidades de cada familia. 
  
En el presente capítulo se pretende hacer una aproximación a la estimación del 
costo de la vivienda formal e informal en Cartagena y Bucaramanga. Para el 
sector formal se consiguió información de tres proyectos en cada una de las 
ciudades lo que permitió construir un modelo de costos en cada una. Para el 
sector informal se encuentra una gran heterogeneidad en los costos no 
solamente entre las ciudades sino también dentro de ellas. En la práctica las 
estructuras de costos dependen de diversos factores tales como la intensidad 
de la autoconstrucción, el uso materiales reciclados, los tiempos de 
construcción (para estos casos en la práctica habría que llevar una contabilidad 
de los costos durante 10 o más años), etc.  
 
Para determinar el precio de la vivienda popular en las ciudades de Cartagena 
y Bucaramanga, se recopiló información con la comunidad (grupos focales) y 
también sobre algunos proyectos ejecutados recientemente que permitiera 
identificar programas de vivienda “modelos” en cada una de estas ciudades. En 
las Tablas 64 y 65 se presentan los costos unitarios para proyectos de vivienda 
popular formal e informal respectivamente. El ejercicio desarrollado no tiene 
representatividad de tipo estadístico, pero resulta muy interesante en términos 
de las diferencias entre ciudades y entre vivienda formal e informal. 
 
En la Tabla 12 se observa que en los proyectos formales los costos directos  
(mano de obra y materiales) son los más importantes con aproximadamente el 
50% del total, le siguen la dotación de infraestructura para servicios públicos 
(11,5% en Cartagena y 7,2% en Bucaramanga) y los llamados costos indirectos 
(18,5% en Cartagena y 23,2% en Bucaramanga), que comprenden 
financiación, impuestos, licencias, publicidad, gastos notariales y de registro, 
que en suma representan la más grande diferencia con  respecto a  la vivienda 
informal, donde estos costos son ínfimos.  
 
En la Tabla 13 se observan los costos de las viviendas informales en las dos 
ciudades. En un principio, dentro de los grupos focales con la comunidad se  
indagaron los costos de la vivienda informal, pero se encontró una gran 
heterogeneidad en las respuestas. A continuación se procedió a entrevistar 
constructores que eran de la comunidad o que allí trabajaban, de acuerdo con 
ellos (Tabla 13) los costos del terreno estaban entre 1,5 y 2 millones de pesos, 
siendo cero cuando se trata de invasiones, lo que pondría la vivienda informal 
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Tabla 12. Costos de las viviendas formales.  





Terreno $ 1.942.972 7,40% $ 3.719.000 13,60%
Vías y andenes $ 1.614.234 6,10% $ 764.891 2,80%
Servicios públicos
   Acueducto $ 1.169.696 4,40% $ 784.193 2,90%
   Alcantarillado $ 888.766 3,40% $ 686.169 2,50%
   Energía $ 985.853 3,70% $ 490.121 1,80%
Espacio público $ 2.506.719 9,50% $ 510.875 1,90%
Costos directos
   Materiales y transporte $ 9.653.495 36,70% $ 10.500.000 38,50%
   Mano de obra $ 2.700.000 10,30% $ 3.500.000 12,80%
Costos indirectos 
1
$ 4.863.256 18,50% $ 6.324.000 23,20%
Costo unitario proyecto $ 26.324.991 100,00% $ 27.279.249 100,00%
1 Incluye impuestos, licencias, administración, escrituras, publicidad, intereses y utilidad





Tabla 13. Costos de las viviendas informales 





Terreno $ 1.966.200 14,70% $ 1.500.000 10,20%
Costos directos
   Materiales y transporte $ 7.851.272 58,60% $ 9.802.000 66,60%
   Mano de obra $ 2.078.000 15,50% $ 2.500.000 17,00%
   Otros costos $ 1.500.000 11,20% $ 920.000 6,20%
Costos indirectos 
1
$ 0 $ 0
Costo unitario proyecto $ 13.395.472 100,00% $ 14.722.000 100,00%
1 Incluye impuestos, licencias, administración, escrituras, publicidad, intereses y utilidad
           Cartagena              Bucaramanga
 
Fuente: Constructores  
 
La comparación de estructuras de costos, muestra que el costo de una vivienda 
informal es aproximadamente la mitad de una formal, este hecho sumado a los 
restricciones de acceso al financiamiento y al encarecimiento de la VIS, hace 
que sea  atractiva para una familia de bajos ingresos la opción  acudir al 
mercado informal.  
 
De acuerdo a la escala de los SFV por valor de la vivienda en SMLM, estas 
soluciones de vivienda se considerarían VIS tipo 2 y por consiguiente recibirían 
SFV equivalente al 20% del valor de la vivienda, se sabe de casos donde el 
promotor subfactura en casi una tercera parte el valor del proyecto, para 
declararla en la escala de la VIS tipo 1, para poder acceder  a los 23 SMLM  lo 
cual representa el 30% del valor de la vivienda. Para ello el promotor y el 
comprador suelen suscribir una promesa de compraventa por el valor del 
terreno y luego firman una escritura de compraventa por el valor de la VIS tipo 
I.   
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Los ingresos de los hogares SISBEN en las dos ciudades son muy bajos: 
$372.612 para Bucaramanga, $358.127 para el Área Metropolitana de 
Bucaramanga y $303.933 para Cartagena, lo que permite ver que las 
posibilidades que tienen de acceder a un crédito formal para adquirir vivienda 
son muy limitadas.  
 
En la Tabla 14 se puede observar el esquema de financiación que requeriría 
una vivienda formal de $26.000.000, con las nuevas condiciones del mercado 
colombiano (baja en las tasas de Interés). Según estos cálculos, las familias 
necesitarían conseguir cinco millones doscientos mil pesos de cuota inicial y 
tener unos ingresos mensuales de mas o menos tres veces la cuota  a pagar 
($900.000).   
 
Tabla 14 Costos de financiación de una vivienda popular 
 
Tasa de interés mensual 1,00%
Plazo (en meses) 180
Valor vivienda $ 26.000.000
Cuota inicial (20%) $ 5.200.000
Préstamo $ 20.800.000
Cuotas mensuales iguales $ 296.317
Fuente: Cálculos CEDE  
 
 
Ante esta situación, una posibilidad que se abre para estas familias es la 
compra o toma de hecho, de terrenos en sectores no contemplados dentro de 
los Planes de Desarrollo Territoriales, que carecen de servicios públicos en la 
mayoría de casos y que generalmente están situados en las zonas marginales 
de las ciudades. Esta decisión tiene un impacto importante en términos 
socialess, ya que en el largo plazo genera costos de desmarginalización, que 
son en los  que incurren los municipios al tener que legalizar los barrios 
informales.
8 
5.2. Costos de desmarginalización 
 
Ante la  consolidación de barrios informales, las autoridades municipales y las 
empresas de servicios públicos se ven en la necesidad de entrar a proveer la 
dotación urbana mínima : vías de acceso, agua potable, alcantarillado, energía 
eléctrica, entre otros. Dado que tienen que partir de diseños técnicos no 
óptimos los costos son mucho más altos que los que se dan cuando el 
desarrollo urbanístico es planificado y por consiguiente estos costos de 
desmarginalización  representan un sobrecosto para la sociedad. 
 
La contribución del bien vivienda al bienestar se produce por varias vías y 
afecta a diferentes grupos humanos. De un lado, al desarrollar opciones 
habitacionales formales de bajo costo,  le sustrae clientes o demanda al 
negocio de la urbanización ilegal de la ciudad. Cualquier disminución en el 
                                                 
8 Rocha, Ricardo, Leonardo García y Nicolás Rueda (2004). Efectos de Metrovivienda sobre el 
bienestar de Bogotá. Editores CEDE y Metrovivienda.   
 
  29
proceso de ocupación ilegal, le representa a la ciudad  ahorros de recursos, 
que bien pueden traducirse en disminuciones de las tarifas e impuestos, o 
simplemente en liberación de fondos  para otras  inversiones.  De otro lado, los 
proyectos en si mismos generan  oportunidades de mejoramiento de calidad de 
vida, tanto para  las familias que libremente los escogen para vivir, como para 
los vecinos residentes  de barrios subnormales, quienes ven mejoradas sus 
posibilidades de esparcimiento. 
 
Para definir la población objetivo de un programa de desmarginalización de 
barrios, que comprendería acciones de regularización de la infraestructura de 
servicios públicos, vías, obras de mitigación de riesgo, atención de 
emergencias, titulación y reasentamiento, se tomó como referencia a los 
hogares con servicios inadecuados. Para lo cual se utilizó como fuente la 
encuesta del SISBEN y  se estimó el número de hogares con servicios 
inadecuados de acuerdo como  proporción de la población total mostrada en la 
Tabla 11 (Tabla 15). 
 









Bucaramanga 133.592                 2,58 3.447            
AMB (sin Buc) 95.090                   11,23 10.679          
AMB 228.006                 7,1                 16.142          
Cartagena 183.660                 17,9 32.875            
Fuente: SISBEN Cálculos CEDE 
 
 
Los costos de desmarginalización, se deben estimar a partir de estadísticas de 
los costos en los que las respectivas ciudades han incurrido para la legalización 
de barrios informales, de tal forma que reflejen las realidades locales. 
Desafortunadamente en Bucaramanga y Cartagena no fue posible conseguir 
dicha información ya que las respectivas empresas de servicios públicos no 
cuentan con estadísticas de costos discriminados.  
 
Por consiguiente, fue necesario tomar como referencia, los costos de 
desmarginalización calculados para Bogotá (Metrovivienda, 2004), a pesar  de 
mediar diferencias con Bucaramanga y Cartagena  en numerosos aspectos 
como geográfia, extensión de redes, riesgos, tipos de asentamientos 
informales, NBI, etc. Se hizo una aproximación muy sencilla a la metodología 
de transferencia de beneficios
9,  utilizando el costo unitario de 
desmarginalización
10 de cada vivienda de origen ilegal estimados para la 
ciudad de Bogotá en $4.758.997 precios de 2003 (($5.509.134 a precios de 
                                                 
9 Rosenberger R. S. and John B. Loomis (2000), Benefit Transfer of Outdoor Recreation Uses 
Values. US Department of Agricultural. 
10  Un valor agregado que comprende inversiones por regularización de la infraestructura de 
servicios públicos, vías, obras de mitigación de riesgo, titulación, atención de emergencias, y 
reasentamiento. Estos últimos dos rubros corresponden a la construcción de vivienda. Todos 
fueron multiplicados por un estimativo por la probabilidad de ocurrencia. 
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2006). Dado que las características de esta última ciudad son muy diferentes a 
las de las Cartagena y Bucaramanga la cifra encontrada en Bogotá se ajustó 
para estas dos ciudades acuerdo a la comparación del PIB Per Cápita  de 
Santander y Bolívar con respecto a Bogotá
11 (Tabla 16).  
 








Bolivar 7.219.268 2.043.508 3.532.782 56,47%
Santander 11.560.598 1.989.666 5.810.321 92,87%
Bogotá 41.124.066 6.573.291 6.256.237 100,00%  
Fuente: DANE, Cálculos CEDE 
 
Utilizando los datos estimados de los hogares con servicios inadecuados según 
SISBEN y los costos unitarios de encontrados en Bogotá ajustados por la 
proporción del PIB Per Cápita  de cada uno de los departamentos con respecto 
a Bogotá, se estimó que los costos por desmarginalización para Cartagena 
eran de US$ 46 millones y de US$ 38 millones para el AMB (Tabla 17).  Pese a 
la simplicidad de la estimación, la magnitud ilustra que con un moderado 
esfuerzo fiscal se pueden lograr mejoras significativas en las condiciones 
urbanísticas y fiscales de la ciudad. Sin embargo, una valoración adecuada se 
podría adelantar si se subsanaran las limitaciones de información encontradas. 
En particular la incorporación de costos adecuados por mitigación de riesgos y 
su probabilidad de ocurrencia.  
 
Tabla 17. Costos de la desmarginalización  
Hogares con 
servicios 
deficitarios $ Mills US$ Mills
Bucaramanga 3.447                     17.634           8                   
AMB (sin Buc) 10.679                   54.639           25                 
AMB 16.142                   82.593           38                 
Cartagena 32.875                   102.271         46                 
Costo de la 
desmarginalización
 
Fuente: Cálculos CEDE 
 
5.3. Beneficios económicos 
 
La informalidad representa un costo importante para las ciudades a través del 
menor recaudo de impuesto predial y de servicios públicos (los toman de 
contrabando). Las estimaciones revelan que la informalidad anualmente puede 
representar menores ingresos para Bucaramanga de US$ 1,8 millones, el resto 
del AMB US$ 5,5 millones y en Cartagena de US$ 3,5 millones. Para 
                                                 
11 Por simplicidad este criterio fue aplicado para los diferentes componentes. Sin embargo,  
esta estimación pudo hacerse más detallada en la medida que se hubiesen podido identificar 
adecuadas aproximaciones a cada componente.    
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establecer un orden de magnitudes, el costo arriba estimado del programa de 
desmarginalización le representaría a Cartagena una quinta parte del 
presupuesto anual de la ciudad y se recuperaría anualmente en una décima 
parte.   
 
Para la estimación del costo anual que representa el no pago del impuesto 
predial por parte de las viviendas con servicios inadecuados,  se utilizó la 
información del SISBEN. El avalúo catastral corresponde al costo de 
construcción de una vivienda formal ( 
Tabla  12), que aunque parecidos a los valores reportados en los grupos 
focales, superan el valor máximo de una VIS tipo 1 (20’4 con el SMLM de 2006) 
y se multiplicó por una tarifa del 0,35% de impuesto predial correspondiente al 
estrato 2 en Bucaramanga
12 y el 0,2% en Cartagena (Fundesarrollo, 2005).  De 
esta manera, el no recaudo de predial  de las viviendas con servicios 
inadecuados suma anualmente $3.291 millones en Bucaramanga (1,5 millones 
de dólares); $10.196 millones para el resto del AMB (4,6  millones $US) y 
$1.731 millones para Cartagena (0,8 millones $US) . Ver Tabla 18. 
 
Tabla 18. Cálculo de los costos económicos para las ciudades por el no pago de impuesto 
predial (cifras en millones de pesos corrientes 2006) 
$ Mills US$ Mills
Bucaramanga 3.291                     1,5                
AMB (sin Buc) 10.196                   4,6                
AMB 15.412                   7,0                
Cartagena 1.731                     0,8                
No recaudo de predial
g
 
Fuente: Cálculos CEDE 
 
Adicionalmente, se hicieron cálculos del costo que representa el no pago de  
agua potable, asumiendo una tarifa promedio mensual de $15.000 en ambas 
ciudades (Tabla 19). En consecuencia si se normalizara la provisión  de este 
servicio los ahorros para la ciudad de Bucaramanga serían de $621 millones de 
pesos (0,3 millones de dólares), para el AMB de $2.543 millones de pesos (1,2 




Tabla 19. Cálculo de los costos económicos para las ciudades por el no pago del servicio de 
agua potable (cifras en millones de pesos corrientes de 2006) 
 
$ Mills US$ Mills
Bucaramanga 621                        0,3                
AMB (sin Buc) 1.922                     0,9                
AMB 2.543                     1,2                
Cartagena 5.918                     2,7                
No recaudo de acueducto
 
 
Fuente: Cálculos CEDE 
 
                                                 
12 Acuerdos 059 y 060. Gaceta del Consejo de Bucaramanga, Año XII Edición 034, diciembre 
29 de 2005.   
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6.  Visiones de los residentes y de los constructores 
 
Aquí se presenta un diagnóstico descriptivo del mercado del suelo y de la 
vivienda para las ciudades de Bucaramanga y su área metropolitana, así como 
para Cartagena y su área de influencia. El objetivo principal es identificar  los 
incentivos que declaran tener los hogares y promotores de vivienda para optar 
por el mercado formal o informal de suelo y de vivienda, y los mecanismos 
institucionales existentes a nivel local, para afrontar el problema de la 
informalidad. Se reitera que el concepto de barrios populares de origen 
informal, corresponde a aquellos originados por procesos de invasión ilegal de 
predios y  también a los promovidos por urbanizadores ilegales o piratas. 
 
 
Este diagnostico se basa en información cualitativa recopilada a partir de la 
metodología de grupos focales, que consiste en un ejercicio de captura de 
información de acuerdo a temarios preestablecidos con la siguiente estrategia: 
convocando a líderes y jefes de hogar de las comunidades, propiciando una 
discusión de las experiencias personales, indagando similitudes y las 
diferencias, procurando alcanzar conclusiones a partir de los procesos de 
interacción grupal.  
 
En cada una de las dos ciudades indagadas se desarrollaron 11 grupos 
focales, uno para constructores formales y expertos en vivienda popular y el 
resto en barrios seleccionados en los talleres de iniciación del proyecto, donde 
participaron funcionarios estatales, de las empresas de servicios públicos y 
líderes comunales. El criterio de selección fue el identificar en cada una de las 
dos ciudades y su área de influencia, diversidad de tipologías de asentamientos 
de vivienda popular, en 8 barrios de origen informal y 2 formales. 
 
El temario aplicado en los talleres de viviendistas y urbanizadores, hizo 
hincapié en el contexto macro e histórico de las lógicas de ocupación del suelo 
de la vivienda popular, mediante la identificación de problemas y soluciones a 
nivel local, de acuerdo con los siguientes puntos: 
 
•  Tendencias espaciales.  
•  Modalidades de urbanización    
•  Percepción de la demanda de vivienda   
•  Costos de construcción y urbanismo  
•  Reducción de costos en la construcción de vivienda 
•  Estrategias para aumentar la oferta de vivienda formal   
•  Preguntas focalizadas sobre algún resultado relevante de los puntos 
anteriores 
•  Percepción institucional  
 
En idéntico sentido, pero con una perspectiva micro e identificando 
preferencias de los residentes, se diseñó el siguiente temario de los grupos 
focales de los barrios: 
 




•  Historia y fundación del barrio 
•  Razones o móviles de establecimiento y poblamiento de la zona o 
barrio. 
•  Evolución del barrio 
•  Evolución de las condiciones de tenencia de la vivienda. 
•  Descripción de las preferencias actuales sobre condición de tenencia 
y tipo de vivienda. 
•  Descripción de los aspectos de mayor agrado entre pobladores del 
barrio o asentamiento. 
•  Aspectos de desagrado entre pobladores del barrio o asentamiento. 
•  Opciones alternativas de vivienda. 
•  Características del mercado de vivienda en el barrio o asentamiento. 
•  Descripción de la relación de la comunidad con las instituciones 
gubernamentales en el tema de vivienda (alcaldía, gobierno, policía).   
 
Del desarrollo de cada grupo focal, se tomaron grabaciones de audio y se 
transcribieron. Adicionalmente, al final de cada taller se aplicaron en encuestas 
a los participantes. 
 
Las transcripciones se abordaron con la técnica de los diagramas causales, un 
método que proviene de la escuela de dinámica de sistemas (Sterman, 2000). 
Se asume aquí que el establecimiento de los barrios populares se debe 
interpretar como un sistema complejo y dinámico, en el sentido que es un 
problema que responde a la integración de diversos componentes, cada uno de 
los cuales tiene atributos individuales diferentes entre si y respecto al conjunto 
que explican, donde la funcionalidad y composición no son estáticas en el 
tiempo. Por lo cual la dinámica de sistemas se utiliza como método para 
identificar, analizar y discutir en grupo modelos mentales de comprensión de 
estos problemas, que de otra manera se tiende a interpretar como cadenas 
causales unidireccionales.  
 
Es pertinente señalar que los diagramas causales permiten diferenciar y 
visualizar el grupo de ideas o argumentos centrales o nodales de aquellos 
perimetrales o relacionados, así mismo muestran el sentido de la relación 
establecida entre los mismos.  
6.1. Paralelos entre las dos ciudades. 
 
En lo que concierne a procesos de desarrollo de barrios populares en las 
ciudades de Bucaramanga y Cartagena, se presenta a continuación un 
resumen comparativo, entre los principales hallazgos encontrados en cada una 
de estas dos ciudades. Aunque la informalidad registra magnitudes diferentes a 
nivel de ciudad, un análisis comparativo de los resultados permite encontrar 
rasgos comunes y diferentes entre ciudades.  
 
Desde el punto de vista de los constructores, una mirada a los principales 
nodos de los sistemas en ambas ciudades, muestra algunas diferencias de 
énfasis en la percepción de la problemática de la vivienda popular, en   
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Bucaramanga a favor de la reducción de los costos de transacción y en 
Cartagena en las condiciones de los terrenos y la pobreza de la demanda. 
Mientras que hay relativas coincidencias en los temas de financiamiento, 
costos de construcción y la disponibilidad de servicios públicos.  
 
En Bucaramanga, los viviendistas destacan como principales preocupaciones 
los elevados costos que tiene la construcción formal frente a la informalidad, 
relacionados con lo trámites y la observancia de las normas urbanísticas. A 
continuación, en orden de importancia señalan el acceso y la disponibilidad de 
crédito para la construcción de vivienda, tanto para la construcción como para 
la demanda. En tercer lugar se refieren  a los costos de construcción 
determinados por la normatividad y la disponibilidad de terrenos para VIS, que 
en últimas determinan, a través de los precios, los incentivos para construir 
vivienda popular, pero a su vez incentivan el mercado de la vivienda informal. 
En cuarto lugar, se menciona la necesidad de fortalecer el control de las 
normas, la coordinación de políticas entre las diferentes instancias 
gubernamentales urbanas y la gestión de las empresas  de servicios públicos. 
En Cartagena la principal preocupación  se centra en las condiciones de los 
terreros y su adecuación, seguida de la restringida disponibilidad de crédito, de 
una oferta VIS determinada por los elevados costos de la tierra, donde las 
condiciones del terreno y la oferta de servicios públicos resultan determinantes.  
(Tabla 20). 
Tabla 20 Nodos en diagramas de constructores en Bucaramanga y Cartagena 
 
Costos de transacción para la oferta 7 Condiciones de terrenos 8
Acceso al crédito  6 Disponibilidad de crédito 6
Disponibilidad de crédito 6 Oferta de VIS 6
Costos de construcción 6 Costos de construcción 5
Incentivos a la construcción de vivienda popular 5 Precio de la tierra 5
Oferta de vivienda informal 5 Disponibilidad de servicios públicos 4
Políticas de planeación urbana  5 Demanda de vivienda formal 4
Disponibilidad de servicios públicos 5 Demanda de vivienda informal 4
Bucaramanga Cartagena





En ambas ciudades el tema coincidente entre las familias y los viviendistas lo 
constituye la provisión de servicios públicos. Para los residentes, resulta común 
darle importancia a las condiciones de los terrenos, las condiciones 
habitacionales y la infraestructura del barrio, la cohesión de los habitantes para 
actuar en comunidad y la inmigración, como preocupación preponderante. En 
Bucaramanga resulta particularmente importante la preocupación por la 
ocupación informal y la presión de las autoridades para abandonar los terrenos. 
Mientas que en Cartagena los residentes señalan las condiciones 
socioeconómicas y las invasiones (Tabla 21). 
6.2. En los grupos focales con viviendistas 
 
En ambas ciudades el común denominador es la escasez de suelo urbanizable 
dentro del perímetro urbano. La consolidación y densificación urbana de   
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Bucaramanga es evidente dentro de los límites de la meseta,  seguida por la 
expansión hacia los vecinos municipios de Floridablanca, Girón y Piedecuesta, 
que aún reportan baja dotación urbanística. Mientras que en Cartagena ocurre 
otro tanto, con la expansión hacia el municipio de Turbaco. 
 
En consecuencia la oferta formal enfrenta una evidente escasez de suelo 
urbanizable y compite con la oferta informal en terrenos de alto riesgo de sufrir 
amenazas naturales, que en la escarpa de la meseta Bucaramanga atienden 
principalmente los urbanizadores piratas y en la Cienaga y manglares de 
Cartagena los invasores de terrenos (Diagrama 1).  En ambos casos, los 
constructores señalan que las empresas de servicios públicos tienen políticas 
pasivas frente a la demanda por suelo urbanizable y proponen incrementos de 
cobertura.  
 
Transcurridas más de dos décadas desde su liquidación, la función del ICT 
para atender la demanda por vivienda popular no se ha logrado sustituir en 
ninguna de las dos ciudades, en términos de magnitud y calidad de las 
viviendas, a pesar de las diferentes falencias urbanísticas que se le atribuyen. 
De hecho, en Bucaramanga la escala de la intervención del ICT permitió la 
creación de empresas constructoras y tecnologías especializadas en vivienda 
popular.   
 
Tabla 21 Preocupaciones de los hogares. 

























































































































Origen Formal Formal Formal Informal Informal Informal Informal Informal Informal Informal
C o n d i c i o n e s  h a b i t a c i o n a l e s 45 4444 5
Servicios públicos 5 47544
Cohesión de los habitantes 4 5 4 7 7
Infraestructura del barrio 4 5 4 4 7
Condiciones del terreno 6 4 5 6
Satifacción sobre la vivienda 5 9
Incentivos a transladarse a la urbanización 6 7
Migración de nuevos habitantes 56
Presión para abandonar los terrenos 6 4





























































































Origen Formal Formal Informal Informal Informal Informal Informal Informal Informal Informal
Cohesión de los habitantes 6 7 7 4 8 6
C o n d i c i o n e s  d e l  t e r r e n o 4 8644 6
Servicios públicos 5 4 5 6 5 5
Mejoras en la infraestructura del barrio 5 8 4 5 4
Incentivos para permanecer en el barrio 12 8
Condiciones habitacionales 456 4
Migración de nuevos habitantes 4 5 4 5
Invasión del terreno 4 6 5
Condiciiones económicas de habitantes 5 6
Personas asentadas en el terreno 5 4
Incentivos a la ventas de la vivienda 4 5
Mejoras individuales en las viviendas 4 4 
 
Fuente: CEDE. 
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Las respuestas de los constructores sobre los mecanismos de financiación de 
los proyectos formales VIS, señalaron que su acceso era restringido, debido 
principalmente porque es percibido por los oferentes como una actividad 
riesgosa, por los bajos ingresos y la informalidad de las familias beneficiarias.  
En ambas ciudades coincidieron que para el caso de hogares de muy bajos 
ingresos se debería adoptar un esquema de subsidio pleno para el pago de la 
vivienda, recordando que el ICT y las CAV precisamente habían tenido sus 
mayores  problemas de cartera en esos segmentos. En cuanto a las 
experiencias exitosas bajo el esquema SFV-Crédito en Bucaramanga estas se 
atribuyeron a un trabajo de promoción previo dentro de la comunidad objetivo, 
replicando estrategias de los urbanizadores informales.  
 
Tanto en Bucaramanga como en Cartagena, la demanda informal está 
conformada por desplazados por la violencia rural y los usuarios de inquilinatos 
de la ciudad, que por sus bajos ingresos e informalidad no tienen acceso al 
crédito. Sin embargo, cuando se proponen estrategias para aumentar la oferta 
de vivienda formal, en Bucaramanga son más enfáticos en instrumentos por el 
lado de la oferta. En la primera ciudad, los constructores propusieron reducir 
costos a partir de una flexibilización de las exigencias técnicas, programas de 
renovación urbana, un banco de tierras, un sistema de transporte masivo y 
simplificación de trámites. En Cartagena, se propone créditos sin cuota inicial y 
de 30 años  En ambas ciudades, se reclama que  las empresas de servicios 
públicos deberían asumir los costos de conexión a las redes principales.  
 
Para el área metropolitana de Bucaramanga la institucionalidad existente no 
permite la  coordinación y sinergias necesarias para aumentar la oferta de 
suelo destinada  a la vivienda popular. Mientras que en Cartagena no se tiene 
la capacidad institucional para intervenir el mercado de tierras, tampoco para 
ampliar la oferta de servicios públicos, ni para atender el mantenimiento de la 
red de drenajes pluviales.  
 
6.3. En los grupos focales de los barrios  
 
Por el lado de la oferta, en ambas ciudades, el nacimiento de asentamientos 
informales debido a invasiones se facilitó por la existencia de terrenos baldíos o 
abandonados, ubicados en zonas de alto riego por inundación o deslizamiento 
de tierras, cuyos derechos de propiedad aparecían inciertos ante los ojos de los 
fundadores. En el área de influencia del Distrito de Cartagena (Municipio de 
Turbaco), existe un  mercado de lotes invadidos.  En Bucaramanga y su área 
metropolitana la urbanización pirata se dio a partir de la oferta de parcelaciones  
de urbanizadores piratas. En las dos ciudades el establecimiento de barrios 
formales correspondió a programas estatales (Tabla 22). 
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Tabla 22 Resumen resultados dinámica de sistemas grupos focales. 
 
 
Informal Formal Informal Formal
Invasión Proyectos estatales Invasión Proyectos estatales
Venta parcelas Venta parcelas y cesión de lotes a familiares
Deficiencias SP y riesgo por deslizamiento Deficiencias SP y terrenos con riesgo de inundación o 
deslizamiento
Bajos ingresos y condiciones laborales inestables Ubicación  Bajos ingresos y condiciones laborales inestables Ubicación y cercanía al lugar de trabajo
Necesidad de vivienda Bajos costos Necesidad de vivienda sin costos de arrendamiento Calidad de las condiciones habitacionales
Acceso a vivienda propia Acceso a vivienda propia Calidad de las condiciones de tenencia
Desplazamiento forzoso Desplazamiento forzoso Infraestructura urbana del barrio
Cohesión social Tiempo Cohesión social y líderes comunales fuertes Tiempo
Autoconstrucción Cohesión comunidad Autoconstrucción Amenazas de riesgo 
Provisión ilegal (inicialmente) Conformación Juntas de Acción Comunal
Iniciativa individual y comunitaria para acondicionar el 
terreno
Proyectos de mejoramiento en áreas comunes y 
servicios para la comunidad
Legalización final (finalmente) Mejoramiento condiciones de las viviendas Expectativa de legalización en las condiciones de 
tenencia
Mejoramiento condiciones de las viviendas
Inversiones Autoconstrucción Inversiones
Ingresos hogares Ingresos hogares
Expectativas valorización  Expectativas valorización 
Generación área construida Generación area construida Generación área construida y estabilización de los 
terrenos a través de rellenos
Ampliaciones a las viviendas y mejoras en los 
acabados
Uso y renovación de materiales de las viviendas Uso y renovación de materiales de las viviendas Uso y renovación de materiales de las viviendas Uso y renovación de materiales de las viviendas
Tiempo  Embargos Tiempo Posesión de promesas de compra-venta
Presión ante autoridades
Menores ingresos Presión ante autoridades o inversión pública en 
alrededores
Hipotecas a nombre de entidades financieras que 
colaboraron con el proyecto
Relación clientelista Obligaciones financieras Promesas por parte de políticos Obligaciones financieras
Tendencia
Hacia la legalización. Hacia la pérdida. Depende de evolución general de la ciudad e 
inversiones públicas cercanas al asentamiento
Pago de cuotas altas a por hipoteca con entidades 
financieras
Vida comunitaria  Vida comunitaria Vida en comunidad
Ambiente de seguridad Sentido de pertenencia con el barrio y comunidad Infraestructura urbana del barrio
Cercania lugares trabajo y estudio Seguridad por vivienda propia Acceso a servicios públicos
Pérdida unión y lazos comunitarios Desunión habitantes Situación de riesgo de los terrenos Incumplimiento de las condiciones del proyecto
Deficiencias dotación áreas comunes Acceso a servicios de salud y servicios públicos 
limitado
Proyectos ubicados en zonas de riesgo y 
deficiencias dotación áreas comunes
Incumplimiento constructora Limitación del progreso por interese privados Costos de los servicios públicos y financieros
Percepción
Negativa Desconfianza Negativa Descontento
Restricciones prestación Servicios públicos.
Relaciones clientelistas Poco apoyo en momentos de emergencia o en la 
prevención
Poco apoyo de las entidades gubernamentales en el 
seguimiento a los proyectos de vivienda
Restricciones proceso legalización. Restricciones proceso legalización. Relaciones clientelistas
Confrontación (desalojos).  Confrontación (desalojos).  Poca interacción con gobierno
Malas condiciones de salubridad
Incumplimientos anteriores
Propiedad como incentivo a mejoras
Programa Social desarrollado por constructora 
privada
Provisión ilegal (inicialmente) Mejoramiento espacios comunes





Evolución física del barrio. 
Programa Social desarrollado por constructora 
privada
Descripción relaciones entre comunidad e 
instituciones gubernamentales
















Cercanía lugares de trabajo y estudio.




Por el lado de la demanda, tanto en Bucaramanga como en Cartagena,  se 
pudo establecer que la elección entre vivienda formal o informal por parte de 
los pobladores, está determinada primordialmente por los ingresos del hogar. 
En la mayoría de los casos, los habitantes de los asentamientos informales se 
encuentran en condiciones laborales precarias (un alto porcentaje en las dos 
ciudades son vendedores ambulantes), este hecho implica niveles de ingresos 
bajos e inestables. La conjunción de estos factores con la necesidad de 
disminuir costos fijos como el arrendamiento, lleva a la población a buscar 
formas alternativas de acceder a vivienda propia, en cuyo caso la informalidad 
resulta ser la mejor opción. Se encuentra a su vez que el desplazamiento 
forzoso contribuye a acentuar la expansión de asentamientos informales en las 
dos ciudades. En contraste, para el caso de los residentes en barrios formales 
en las decisiones pesaron la localización con respecto al trabajo, el acceso al 
crédito,  los títulos de propiedad y la calidad habitacional (Diagrama 2). 
 
Respecto a la posterior evolución física de los barrios, son numerosas las 
coincidencias entre los barrios informales en ambas ciudades. Esta se ve 
promovida principalmente por factores como la cohesión social entre los 
habitantes, junto a la acción de líderes comunales reconocidos, los cuales 
incentivan la generación de fuertes lazos comunitarios. Estos factores 
determinan la organización en pro de mejoras a las zonas comunes del barrio, 
así como la resistencia frente a los procesos de desalojo. En la mayoría de los 
casos, se mencionan como catalizadores, las relaciones de clientela con la 
política  local para acelerar el acceso a los servicios públicos y la dotación 
urbanística.  
 
Los servicios públicos tienen en común el acceso ilegal en los barrios 
informales a través de redes y conexiones fraudulentas. Se estableció también 
que en Cartagena todos los barrios donde se llevaron a cabo los grupos focales 
carecen de alcantarillado, en tanto en Bucaramanga algunos de los barrios 
logran acceder a dicho servicio aunque en un periodo muy amplio de tiempo. 
En el caso de los barrios formales, las ulteriores transformaciones se dan en la 
dotación de zonas comunes y obras de mitigación de riesgos 
 
Tanto en Bucaramanga como en Cartagena la evolución de las viviendas de 
barrios formales e informales se da a través de procesos de autoconstrucción 
adelantados y financiados por cada uno de los hogares, y en ocasiones, 
apoyados por vecinos. Este proceso implica el acondicionamiento del lote y la 
autoconstrucción de la vivienda. Principalmente con la finalidad de incrementar 
el área construida para habitación y arrendamiento, y en los barrios formales 
con la motivación adicional de lograr una valorización de la propiedad. 
 
Las expectativas de legalización de los barrios se incrementa en función de la 
antigüedad del asentamiento. En Bucaramanga las expectativas son menos 
acentuadas, dado que la informalidad tiene una menor magnitud, así como por 
las políticas de legalización y reasentamiento locales. En Cartagena, la 
expectativa de legalización es más baja por la percepción pesimista de los 
habitantes frente a la capacidad institucional del Distrito.  
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En ambas ciudades, los residentes reportan una tendencia hacia el 
mejoramiento relativo en la calidad de vida, a medida que se progresa en las 
condiciones del asentamiento con el paso del tiempo. De hecho, en 
Bucaramanga la estabilización y consolidación de los asentamientos han 
estado acompañadas de mejoras en las condiciones de vida de sus habitantes. 
Mientras que en Cartagena esto parece darse mas lentamente en el tiempo.  
 
Entre los residentes, los principales motivos de agrado en ambas ciudades y 
modalidades de barrios, son los vínculos comunitarios y la cercanía al trabajo. 
Mientras que los motivos de desagrado en los barrios informales apuntan hacia 
las condiciones de salubridad, el riesgo de los terrenos y el acceso a los 
servicios públicos, en los barrios formales hacen referencia a incumplimientos 
de los constructores y dificultades de las familiar para honrar los compromisos 
financieros. Es evidente el descontento en ambas ciudades, frente a los 
programas sociales de generación de vivienda desarrollados por el Estado. En 
particular, debido a problemas relacionados con la infraestructura física de las 
viviendas y a incumplimientos en obras de equipamiento urbano ofrecidas en el 
proyecto original.  
 
Finalmente, con respecto a la percepción que tienen los residentes de las 
instituciones, el común denominador es la descalificación y la desconfianza. En 
los barrios informales ello se atribuye a las restricciones a los procesos de 
dotación de urbanismo y servicios públicos, al igual que a los procedimientos 
de regularización de derechos de propiedad, la inadecuada atención de 
emergencias y a los prácticas de desalojo. En los barrios formales las 
principales críticas obedecen a la falta de garantías en el cumplimiento de los 
compromisos de las constructoras y la subordinación a prácticas clientelistas. 
 
7. Evaluación de la institucionalidad  para controlar la informalidad  y 
promover la formalidad  
 
En este capítulo y el siguiente, el análisis de la capacidad institucional de la 
municipalidad de Bucaramanga, hace referencia al arreglo metropolitano frente 
a la dinámica de la conurbación con los municipios vecinos. Mientras, que por 
carecer de estas características el análisis de Cartagena se circunscribe a su 
problemática local. Se anticipa que para ambas ciudades, una evaluación  del 
uso del suelo después del POT no fue posible abordar debido  a la 
disponibilidad de información. 
7.1.  Bucaramanga 
 
Las diferentes formas de ocupación ilegal han confrontado la capacidad de 
respuesta institucional de los municipios del Área Metropolitana de 
Bucaramanga, AMB, debido a las dificultades para instrumentar las políticas en 
una perspectiva metropolitana y que se atribuyen a la debilidad en su marco 
jurídico para coordinar y gestionar estos instrumentos de planificación. 
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En Colombia las áreas metropolitanas son entes administrativos integrados por 
dos o más municipios, dotadas de personalidad jurídica de derecho público, 
autonomía administrativa, patrimonio propio, autoridades y régimen especial 
(Ley 128 de 1994). Su creación se da previa consulta popular realizada en el 
municipio núcleo y los vecinos. Los Acuerdos de la Junta Metropolitana se 
aprueban por la mayoría de sus integrantes: alcaldes, el gobernador y dos 
representantes de los Consejos. Los Acuerdos se relacionan con los temas de 
planeación, obras públicas y vivienda, recursos naturales y conservación del 
medio ambiente, prestación de servicios públicos, valorización, la conversión 
en distrito especial, aspectos fiscales y de administración. La Junta 
Metropolitana tiene atribuciones relacionadas con la provisión de suelo para la 
VIS y su promoción, tales como dictar normas sobre uso del suelo, fijar el 
perímetro urbano, suburbano y sanitario declarar de utilidad pública y afectar 
predios, coordinar el sistema VIS y la creación de ESP metropolitanas. 
 
En Bucaramanga la normativa que regula el uso del suelo corresponde al 
Decreto 089 de 2004 emitido por el Concejo Municipal, mediante el cual se 
adoptan las revisiones al POT. El control lo realizan la Fiscalía y la Corporación 
para la Defensa  de la Meseta de Bucaramanga, CDMB. La Inspección de 
Espacio Público y Ornato de la Secretaria de Gobierno se encarga de la 
recuperación  y mantenimiento de ecosistemas estratégicos y de espacios 
públicos. Debido a sus limitaciones de recursos, a dicha unidad de control 
urbano, se le atribuye ser causa del  poco acatamiento a la normativa urbana y 
de la proliferación de asentamientos subnormales (Diagrama 3). Por ejemplo, 
no se encuentra sistematizado el número de querellas por invasión de predios y 
en los archivos de las inspecciones o en el archivo general de la alcaldía, 
ninguno de estos expedientes se encuentra clasificado por ítems o tipo de 
caso. 
 
La CDMB, ha venido desarrollando programas de reubicación y mejoramiento 
de asentamientos subnormales en razón a que esta es a la vez autoridad 
ambiental y empresa prestadora del servicio de acueducto, lo cual le permitió 
realizar este tipo de acciones. Podría decirse que es una entidad líder en la 
reubicación en coordinación con el municipio, el FONVIVIENDA y cooperación 
internacional. 
 
En este momento la Corporación se dedica al mejoramiento barrial, 
consolidando sectores que requieren cobertura del servicio de alcantarillado y 
la estabilización de taludes; previa concepto de la Oficina de Planeación. 
 
No se disponen de estadísticas de la gestión de control urbano, como tampoco 
de querellas, investigaciones, procesos y sanciones. No se pudo acceder a la 
cartografía de usos del suelo. No están sistematizados los expedientes. 
 
En los grupos focales realizados con las familias residentes en barrios 
populares, resultó evidente que el estar en zonas de riesgo de avalancha o 
deslizamiento constituía un riesgo latente de desalojo y un impedimento para el 
acceso a servicios públicos y dotación urbanística. 
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La incertidumbre sobre riesgos debilita el control. En 2001 el Estudio de 
Microzonificación Sísmica Indicativa (EMSI)  afectó la entrada al mercado de 
más de 30.000 predios y planteó la necesidad de un mapa de riesgos. Tres 
años después la CDMB suspendió todos los actos de restricción sobre predios, 
generando incertidumbre jurídica. 
 
Diagrama 3 Actores institucionales metropolitanos y municipal en el AMB. 
 
Interacción institucional  
Capacidad 
Institucional 
  ** 
Sinergias / 
interrelaciones  
(Actual)  No.  Actor 
Diseño  Concertation  Ejecución  Control     
Entidades no municipales               










3 FISCALÍA        x  Administrativa  10,  11 
4 INGEOMINAS    X      Técnica   




1, 6, 7 
10, 14, 16 
6  AMB – Área Metropolitana de 




7  ESP’s – Empresas de 
Servicios Públicos






Entidades municipales  
8 Concejo  Municipal  x  x      Administrativa 
Técnica  6, 9, 10, 12 
9  Personería     x    X  Técnica  8, 10, 13, 16 
10  Secretarias de Planeación   x  X    x  Administrativa  1, 3, 5, 6, 7 
8, 9, 14, 15, 16 
11 
Secretaría de Gobierno 
(Inspección de Control 
Urbano y Oficina de Atención 
de Desastres) 
    X  Técnica  3 
9, 10, 15 
12  Secretaría de infraestructura     x  x    Técnica Economical  8, 10, 14 
13  Secretaría de desarrollo 
social     x      Técnica  9, 10, 14 
14  Institutos de Vivienda 





10, 12, 13, 15 
15 Curadurías        X  Administrativa 
Técnica  9 ,10, 14 
16  Defensoría del espacio 








                                                 
13 ESP de Acueducto, Alcantarillado, Aseo, Energía, Telefonía, Gas domiciliario.   
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En el AMB los planes parciales son el nuevo marco para el control de las áreas 
potencialmente desarrollables que en su gran mayoría se ubican fuera del 
perímetro urbano. En el pasado tenían una elevada probabilidad de realizarcen 
de manera informal, sin embargo la implementación de los planes parciales ha 




La Tabla 23 muestra las instituciones nacionales y dependencias de la 
administración distrital que intervienen en la formulación ejecución y 
seguimiento de la política de Vivienda en el Distrito de Cartagena, y las 
interrelaciones que existen entre esas entidades. Como entidades de carácter 
nacional tenemos, en primer lugar, al Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, que es la entidad encargada de la formulación de la 
política nacional en materia de vivienda, instancia de concertación y consulta 
para la determinación de las políticas distritales de vivienda. La Fiscalía   
General  se  encarga  de  investigar los delitos, calificar los procesos  y  acusar  
ante  los  jueces  y  tribunales competentes a los presuntos infractores de la ley 
penal, ya sea de oficio  o por  denuncia.  
 
Ingeominas ha sido la entidad estatal que, por solicitud del Distrito de 
Cartagena, ha realizado el estudio sobre riesgos y amenazas presentes en el 
territorio, razón por la cual es una instancia de consulta, en especial para la 
realización de estudios específicos de los asentamientos humanos localizados 
en zonas de riesgo. Se incluye en el cuadro el INURBE, en liquidación, ya que 
es una fuente de información obligada para Corvivienda al tener los archivos de 
todos los proyectos ejecutados por el ICT en Cartagena, en especial la 
documentación referente a la titulación de predios en la zona suroriental, en 
donde todavía hay inmuebles por escriturar. 
 
Las Cajas de Compensación Familiar son entidades de naturaleza privada que 
manejan recursos parafiscales deducidos de la nómina de los empleados con 
el fin de alimentar un fondo de subsidios dirigido a trabajadores con ingresos 
inferiores a cuatro salarios mínimos y prestar varios servicios a sus afiliados. La 
ley 49 de 1990 obligó a las Cajas a constituir fondos para vivienda de interés 
social (FOVIS) y ofrecer subsidios sin limitarse a la demanda de sus afiliados. 
 
Desde que el INURBE entró en etapa de liquidación, las Cajas cumplen un 
papel fundamental en el mapa de otorgamiento de los subsidios para VIS y por 
lo tanto se tienen en cuenta como ejecutores de la política. 
 
En el nivel distrital encontramos que quienes intervienen en el diseño de la 
política de vivienda son Corvivienda, establecimiento descentralizado de 
carácter distrital, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio 
independiente, la Secretaría de Planeación Distrital, encargada de establecer 
las directrices en materia de planeación, ordenamiento y ocupación del suelo, y 
el Concejo Distrital. 
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Estas políticas distritales sobre vivienda se concertan con otras entidades 
distritales como la Oficina Asesora Jurídica, quien revisa la legalidad de los 
proyectos que debe firmar el Alcalde bien sea para su adopción o para su 
remisión al Concejo Distrital, la oficina de Atención y Prevención de Desastres, 
la Secretaría de Desarrollo Social y en algunos casos con las curadurías 
urbanas, entre otras entidades. 
 






Como entidades de ejecución de esas políticas de vivienda en el Distrito, 
tenemos a Corvivienda, a la Secretaría de Infraestuctura y a los curadores 
urbanos que son quienes expiden las licencias. Por último identificamos como 
entidades de control directamente relacionadas con los temas de vivienda a la 
Personería Distrital y a la Dirección de Control Urbano y Alcaldías Locales. 
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Las empresas de servicios públicos están obligadas a observar las 
disposiciones contenidas en los planes de ordenamiento territorial sobre el 
crecimiento de la ciudad, con el fin de que diseñen sus planes de expansión. 
Estas empresas juegan un papel fundamental en el costo de los proyectos de 
vivienda de interés social, ya que en ocasiones condicionan los certificados de 
disponibilidad de servicios, necesarios para la licencia de urbanismo, a la 
ejecución de obras de ampliación de redes por parte de los constructores. 
 
El trámite de investigaciones y de sanciones es incierto. De acuerdo al texto de 
la norma, luego de la presentación de la denuncia o el inicio de la investigación 
de oficio, se podría contar con un fallo  transcurridos entre 7 y 8 meses, 
aproximadamente.  En la práctica  se sabe de denuncias cuyo trámite dura más 
de 2 años sin resolverse. En los grupos focales realizados con residentes de 
barrios populares no se percibió una significativa preocupación por las 
autoridades encargadas del control. 
 
Sobre el control a la urbanización, a la construcción y a la enajenación, las 
estadísticas son incompletas y poco confiables.  En la Dirección de Control 
Urbano no se verifica si los proyectos que están en  venta han sido inscritos. 
No se tienen estadísticas del número de sanciones por urbanización ilegal y 
tampoco del número de querellas in admitidas, ni sobre los fallos proferidos 
dentro de esos procesos. 
 
La Comisión de Veeduría a las Curadurías Urbanas fue instalada el 7 de mayo 
de 1998 y desde esa fecha no ha hecho un solo pronunciamiento sobre los 
proyectos construidos en la ciudad. 
 
Las empresas de servicios públicos están obligadas a observar las 
disposiciones contenidas en los planes de ordenamiento territorial sobre el 
crecimiento de la ciudad, con el fin de que diseñen sus planes de expansión. 
De acuerdo con lo manifestado por los constructores, la obtención de la 
disponibilidad de servicios públicos es lo que más tiempo representa dentro del 
trámite para VIS. 
 
Las empresas de servicios ACUACAR y ELECTROCOSTA, exigen a los 
constructores asumir el costo de las redes (incluso en ocasiones hasta las 
redes principales), y condicionan la certificación de la disponibilidad de 
servicios a la aprobación de los diseños específicos de las mismas. Cuando se 
construyen VIS tipo 1, el trámite es más rápido porque las entidades 
gubernamentales construyen las obras de urbanismo. 
 
8.  Evaluación de las políticas locales para promover la producción de suelo 
urbanizable y VIS  
 
Al igual que en el capítulo anterior,  el análisis de la capacidad institucional de 
la municipalidad de Bucaramanga, se contextualiza con el arreglo 
metropolitano derivado de la conurbación. El análisis correspondiente a 
Cartagena se circunscribe a su arreglo y experiencia local.   
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8.1.  Bucaramanga 
 
La historia reciente del desarrollo formal de la ciudad ha estado estrechamente 
ligada a dos instrumentos de política, el ICT y la creación del AMB. El primero 
mostrando que una intervención masiva puede inclinar la balanza a favor de la 
formalidad y apuntalar la conurbación. Mientras lo segundo, ilustra de que 
manera una precaria coordinación supramunicipal es un limitante formidable 
para promover la formalidad.  
 
Los Lineamientos de Ordenamiento Metropolitano de Bucaramanga, LOM, 
proponen una intervención urbana basada en un modelo que responda a la 
morfología del contexto urbano insular, generado por el sistema de crecimiento 
polarizado que ha determinado la barrera física de la geografía del territorio.  
Dicha intervención consiste en la transformación tendencial del modelo 
metropolitano jerarquizado y funcionalmente especializado, por un modelo   
"multipolar". 
 
De esta manera en el  AMB busca potenciar y revitalizar las nuevas áreas de 
desarrollo, así como las existentes, generando especialización de cada una de 
ellas; armonizada en los POT municipales, con un conjunto de tratamientos de 
recuperación y generación de nuevas áreas para vivienda popular y espacio 
público como sistema estructurante, de tal manera, que exista una coexistencia 
entre lo metropolitano y lo municipal.  
 
Se tiene previsto para 2027  habilitar un área neta de 3.027 hectáreas en el 
AMB, de las cuales una cuarta parte se dedicaría  para vivienda VIS. 
Eventualmente, el área de prevista para la VIS dentro de la expansión del AMB 
(625 has) sería suficiente para atender el crecimiento de la población durante  
los próximos años. En 2005 la población relevante correspondía a 92 mil 
hogares y de acuerdo con las proyecciones de población del DANE se 
incrementaría en 2019 en 30 mil hogares (352 has.)
14.  
Tabla 24 Área de expansión en la AMB. 
 
Área Neta (has) Área residencial (has) Área VIS (has)
Total 2001-2027 3.687                    1.825                              882                   
Total 2001-2009 876                       411 288
Total 2010-2018 1.968                    1042 387
Total 2019-2027 843                       371 207  
Fuente: AMB 
 
Eventualmente, el área de prevista para la VIS dentro de la expansión del AMB 
(625 has) sería suficiente para atender el crecimiento de la población durante  
los próximos años
15. Realizando un sencillo ejercicio de estimación del 
incremento de la demanda VIS de soluciones y de suelo para los próximos 
años. Para lo cual se tomó como población relevante aquella identificada en 
                                                 
14 Si se pretendiera atender las 67 mil familias que conforman el déficit habitacional existente 
en nuevos terrenos se requerían 750 hás. adicionales. 
15 Pretender atender allí a las 68 mil familias que actualmente conforman el déficit habitacional 
implicaría demandar otras 750 hectáreas.   
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SISBEN  de estratos 1 y 2 para los municipios del AMB (Tabla 2) y a 
continuación con los tamaños promedio de los lotes, una relación entre área 
bruta y neta urbanizable (Rocha y otros, 2004). De acuerdo con la Tabla 25 en 
2005 la población relevante correspondía a 92 mil hogares y de acuerdo con 
las proyecciones de población del DANE (Tabla 2) se incrementaría en 2019 en 
30 mil hogares (352 has.).  
 
Tabla 25 Área prevista VIS y proyecciones de demanda  para el AMB. 
 
 
AMB 2005 2009 2019
Hogares SISBEN estratos 1 y 2 91.717 99.474 121.859
Nuevos hogares sobre 2005 7.757             30.142          
Nueva área requerida sobre 2005 90                   352               
Area prevista para  VIS  en el POT  288                674                 
Fuente: Tabla 24, Tabla 2 y Tabla 9, Cálculos del CEDE 
 
Recientemente, con los Planes de Ordenamiento Territorial, los municipios del 
AMB área no logran consensos en las compensaciones que planteaba el 
artículo 7 de la Ley 388 y le dan prioridad a los desarrollos de estratos 5 y 6, 
sobre las soluciones para vivienda popular, cada  municipio definió por su lado 
modelos de ocupación para las áreas de expansión y de renovación o 
mejoramiento, al margen de las directrices de la AMB.  
 
Los proyectos que se desarrollan en áreas de expansión y/o áreas funcionales 
de interés metropolitano tienen una implementación compleja, ya que por lo 
general, estos abarcan los límites de dos municipios. Se encuentran 
situaciones respecto a la falta de coincidencia en los perímetros de servicios; 
compatibilidad de usos y tiempo de desarrollo de cada área; en un municipio se 
establece una expansión diferida y en otro, una expansión inmediata, así las 
cosas, se hace difícil que se desarrollen proyectos macros. 
 
En todo lo anterior no existe participación directa del AMB o de alguna figura 
con fuerza supramunicipal como un banco inmobiliario, o una empresa 
promotora de proyectos del marco oficial o empresas prestadoras de servicios 
de alcance metropolitano. Los planes parciales iniciados han sido bastante 
reglamentados en sus alcances lo que origina un dispendioso tiempo en su 
formulación, revisión y concertación;  por lo tanto, su complejidad y demora es 
una desmotivación para las empresas promotoras y los propietarios de tierras, 
cuando se trata de suelos de expansión. 
  
A nivel de diseño de políticas de promoción de la vivienda popular, 
Bucaramanga al igual que  todos los municipios que integran el AMB coinciden 
en la  estrategia local. Sin embargo, a nivel metropolitano, ello no es claro ya 
que todos compiten con la prioridad de crear bancos inmobiliarios y de no 
atender el déficit de los municipios vecinos, en especial cuando se trata del 
originado en Bucaramanga, por el incremento en la demanda sobre los 
servicios públicos que ello entraña.  Aun no hay claridad sobre las 
compensaciones establecidas por la Ley 388 de 1997, declarada inexequible 
por la Corte Constitucional. 
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En la producción de vivienda popular la intervención del ICT sobre 
Bucaramanga fue particularmente intensa (el doble que Cartagena) y se dio 
sobre los vectores de expansión de la ciudad, hasta el punto resultar 
positivamente correlacionado con el precio del suelo (Mapa 5). En el AMB el 
ICT adelantó 87 proyectos por un total de 30.413 viviendas, un 38% por fuera 
de Bucaramanga y el resto y un 40% durante la década de los años 70 (Tabla 
26). En los años 80 los programas masivos de construcción de vivienda popular 
dieron lugar a la creación de empresas constructoras y tecnologías industriales. 
A partir de entonces, la construcción de vivienda popular se convirtió en otro 
componente permanente de la operación del negocio. 
 






Los resultados muestran que el ICT favoreció a la AMB en forma más que 
proporcional al tamaño de su población y la prevalencia de las carencias 
habitacionales. Posteriormente, algo parecido ha ocurrido con las asignaciones 
del SFV que entre 2002 y 2005 suman 5.290 para el AMB, el equivalente al 
15% de los hogares que viven en déficit cualitativo
16. Cinco veces lo observado 
en Cartagena.  En ambos casos, resultado de varios factores entre ellos, una 
institucionalidad favorable y la capacidad empresarial de los urbanizadores 
locales. 
 
A principios de la década de los 90 se creó el Instituto de Vivienda de 
Bucaramanga, INVISBU, diseñado en un principio para actuar en el Área 
Metropolitana, en calidad de Banco de Tierras, tal como lo planteaba la Ley 9ª 
de 1989. A diciembre de 2005 ejecutaba proyectos con 8.386 soluciones de 
vivienda, distribuidos casi por partes iguales en viviendas nuevas y 
mejoramiento. (Tabla 27). 
                                                 
16 Aunque el SFV se dedica mayoritariamente a la compra de vivienda nueva, y otro tanto 
ocurrió con los programas del ICT, la comparación con el déficit cualitativo se hace con la 
finalidad de establecer un orden de magnitudes entre la demanda y el instrumento de política.    
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Tabla 26 Proyectos del ICT en el AMB 
 
Tabla 27 Soluciones de vivienda  del INVISBU a diciembre de 2005 
Total Ejecutado En ejecución Pendiente
Claveriano 285              283                  2                   
Villa Alegría 176              148                  28                 
Ciudadela Café Madrid 405              365                23                  17                 
Paseo La Feria 480              96                  144                240               
La Estación 640                256                384               
Ola invernal 2.400             226                2.174            
Mejoramiento y saneamiento básico 4.000           183                3.817            






A la fecha en el resto del AMB se tenía previsto adelantar proyectos para 
construir 3.271 soluciones VIS, la mayoría liderados por el respectivo Municipio 
y destinados a reubicación de damnificados por la tragedia invernal de 2005, el 
mas grande corresponde 2.200 VIS en Girón un plan parcial en asocio con el 
Gobierno Nacional que se emprende en 2006 (Tabla 28).  
 
Tabla 28 Soluciones de VIS en 2006 en el AMB 
 
Municipio  Figura de desarrollo No Promotor Inicio Estado
Floridablanca Licencia de Urbanismo 240 Municipio 2006 Terminado
Piedecuesta Unidad de Actuación 534 Municipio.  2006 Aprobado
Plan Parcial 150 Municipio y privados En proceso
Plan Zonal 97 Municipio En proceso
Licencia de Urbanismo 50 Municipio.  Aprobado
Girón Plan Parcial 2200 Municipio y Gob. Nal.  2006 Aprobado
Total resto AMB 3271  
Fuente: Municipios 
 
Los municipios del AMB le dan prioridad a los desarrollos de estratos 5 y 6, 
sobre las soluciones para vivienda popular, cada  municipio definió por su lado 
modelos de ocupación para las áreas de expansión y de renovación o 
mejoramiento, al margen de las directrices de la AMB. Aunque contemplados 
en cada POT, en los municipios que integran el AMB, no se han implementado 
aún regimenes de Plusvalía, debido a que carecen de los avalúos   




finalizada en  Proyectos  Viviendas Proyectos Viviendas Proyectos  Viviendas
1950  4  381      4 381   
1960  6  1.387      6 1.387   
1970  31  7.685      29 6.995    2 690      
1980  14  12.256      4 3.769    10 8.487      
1990  31  8.661      19 6.246    12 2.415      
2000  1  43      1 43   
Total  87  30.413      63 18.821    24 11.592      
Fuente:Ministerio de Desarrollo (1995)
Bucaramanga AMB (sin Buc)  AMB   
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Dado que las actuales áreas urbanas coparon su capacidad o quedaron 
afectadas por el Estudio de Microzonificación,  en el municipio de 
Bucaramanga de acuerdo con el POT aprobado en 2001 y revisado en 2003, 
se dispusieron 464 has para expansión urbana, de las cuales 149 has. podrían 
ser aprovechadas para VIS. en su casi totalidad mediante procesos de 
densificación y de renovación urbana, en áreas no desarrolladas pero que 
integran el área urbana. Estas son lotes, solares o edificaciones susceptibles 
de renovación. Es importante aclarar que por la reglamentación local, en suelos 
rurales o suburbanos es baja la posibilidad de desarrollar proyectos de vivienda 
popular masivos en razón a las bajas densidades que se proyectan para este 
tipo de suelos. 
 
La superficie para la VIS contemplada dentro del área de expansión de 
Bucaramanga se agotaría durante la próxima década. De 39 mil hogares 
SISBEN  de estratos 1 y 2,  en 2005  se pasaría  a  42 mil en 2009 y a 50 mil 




Tabla 29 Área prevista VIS y proyecciones de demanda  para Bucaramanga. 
Bucaramanga 2005 2009 2019
Hogares SISBEN estratos 1 y 2 39.307 42.196 50.383
Nuevos hogares sobre 2005 2.889             11.076          
Nueva área requerida sobre 2005 34                   129               
Area prevista para  VIS  en el POT  148  




Desde el Plan regulador de 1948 se planteó la construcción de la vía perimetral 
de la Ciénaga de la Virgen como medida de preservación ambiental. Entonces 
no se hicieron recomendaciones específicas sobre el uso del suelo, ni sobre la 
vivienda popular. En el  Plan Piloto de 1965 la definición de las mallas de 
servicios públicos dejó sin cobertura, las zonas sur oriental y sur occidental. 
También propuso que las zonas vecinas a la Ciénaga de la Virgen se 
habilitaran como áreas residenciales, rellenando con materiales dragados del 
fondo de la Ciénaga, bajo el supuesto de estar compuesto por caracolejo y 
arena, de excelente calidad. En 1972, la Oficina de Rehabilitación de Tugurios 
del Municipio de Cartagena determinó que lo anterior era inadecuado. 
 
En el Plan de Desarrollo de 1978 la prioridad fue otorgada a la renovación 
urbana de la zona norte, hoy con importantes programas en ejecución como la 
erradicación de Chambacú y la relocalización de las familias a nuevos 
asentamientos urbanos que marcaron cambios de uso muy significativos. En 
segundo lugar, se definió atender la informalización de la zona sur oriental. En 
su implementación sólo se trasladó el mercado de Getsemaní para Bazurto, sin 
construir el sistema de mercados previsto, generando graves problemas de 
congestión urbana y propiciando la invasión de la Ciénaga de la Virgen. 
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En 1949 el Instituto de Crédito Territorial inició su labor urbanizadora con dos 
proyectos experimentales de vivienda popular. Durante la segunda mitad del 
siglo pasado el instituto construyó un total de 39 proyectos y 15.064 viviendas, 
la mitad que el AMB, pero para una población similar y mayores penurias 
habitacionales ( 
Mapa  6 y Tabla 30). Recientemente, algo similar se observa con las 
asignaciones del SFV que entre 2002 y 2005 suman 2.570, el equivalente al 
3% de los hogares que viven en déficit cualitativo. Una quinta parte de los 
logrados por el AMB. Una comparación que refleja las diferencias en 
estándares institucionales y de desarrollo empresarial de los urbanizadores. En 
el año de 1991 la obligación de formular y ejecutar los planes de vivienda, de 
manera descentralizada  originó la creación de CORVIVIENDA 
 
Mapa 6 Barrios con proyectos del ICT en Cartagena 
 
 
Los resultados del ICT son significativos, así resulten encontrados. Por un lado, 
se afirma que sus intervenciones no se enmarcaban en un modelo de ciudad 
preestablecido y los criterios de localización utilizados respondían 
prioritariamente a los costos de la tierra. Por otro lado, al ICT se le atribuye la 
consolidación de la zona sur occidental de la ciudad. Además, entre 1979 y 
1986 lideró el proyecto denominado Rehabilitación de la Zona Sur Oriental de 
Cartagena, con el apoyo del Banco Mundial. El proyecto contemplaba obras de 
relleno, su saneamiento, la regularización de cauces y urbanismo, y un 
programa masivo de titulación (6.500 predios). Su objetivo era la recuperación 
de 355 hectáreas inundables, en una extensión de 6,5 kilómetros. El proyecto 
no se completó, a pesar de los aportes de la Nación, el ICT, el Banco Mundial y 
el BID, ante la imposibilidad de realizar los aportes de las entidades locales. 
Finalmente, se facilitó la conformación de un área informal de igual o mayor 
extensión, con los mismos o mayores problemas que se pretendían solucionar.  
 






Tabla 30 Proyectos del ICT en Cartagena 
 
 
En el año de 1991 la obligación de formular y ejecutar los planes de vivienda, 
pasó a los municipios. El Concejo Distrital de Cartagena de Indias, mediante 
Acuerdo 37 de 1991 creó CORVIVIENDA como un establecimiento 
descentralizado de carácter distrital, con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente. Corvivienda adelanta proyectos de 
vivienda nueva para atender la demanda existente, y de igual manera adelanta 
proyectos de legalización de predios y mejoramiento de vivienda, sin embargo 
no es sino hasta el 2001 cuando se propone, en el Plan de Ordenamiento 
Territorial, la elaboración de un programa prioritario de vivienda que 
explicaremos más adelante. 
 
En 1999 los municipios colindantes de Turbaco y Turbana votaron 
negativamente  en la consulta para la conformación del área metropolitana, que 
coincidió con una crisis de gobernabilidad en la Alcaldía de Cartagena.   
Posteriormente, el Consejo de Estado falló a favor de la conformación del Área 
Metropolitana, sin embargo es tan poco el vínculo real entre los municipios, que 
en la práctica el Área Metropolitana es inexistente. 
 
La falta de continuidad en la planificación física de la ciudad ha contribuido a 
que no se haya podido solucionar el problema del déficit de vivienda popular. El 
POT propuso en el 2001, por primera vez en la historia de la ciudad, un 
programa de vivienda popular que pretende atender de manera integral el 
problema: vivienda nueva, mejoramiento y reubicación, aunque con un alcance 
modesto frente a la magnitud de los problemas de la ciudad. 
 
Aún si el área de prevista para uso residencial se destinara a la VIS en el POT 
de Cartagena (600 has) esta sería suficiente para atender el crecimiento de la 
población durante  los próximos años. De acuerdo con la Tabla 31 en 2005 la 
población relevante correspondía a 105 mil hogares y para en 2019 se elevaría 




                                                 
17 Si se pretendiera atender las 81 mil familias que conforman el déficit habitacional existente 
en nuevos terrenos se requerían 1.879 has. adicionales.  
Decada
finalizada en Proyectos Viviendas
1950 5 377   
1960 5 2.616   
1970 17 5.444   
1980 11 6.542   
1990 1 85   
2000
Total 39 15.064   






Tabla 31 Área prevista VIS y proyecciones de demanda  para Cartagena. 
 
Cartagena 2005 2009 2019
Hogares SISBEN estratos 1 y 2 105.337         117.703         155.345        
Nuevos hogares sobre 2005 12.366           50.008          
Nueva área requerida sobre 2005 289                1.167            
Area prevista para uso residencial  en el POT  600  
Fuente: Tabla 5 y Tabla 9, Cálculos del CEDE 
 
La implementación del POT enfrenta limitaciones de diversa índole: las 
restricciones presupuestales de la ciudad, el elevado costo de los suelos para 
la vivienda nueva, el conflicto del área mínima de la norma local frente a la 
nacional, el elevado costo de la mitigación de riesgos,  la magnitud de la 
población con carencias habitacionales, y la debilidad institucional. 
 
De hecho,  donde existe un mayor número de asentamientos informales, las 
inversiones en obras públicas, saneamiento básico y vivienda, apenas 
representaron el 2% de la inversión de la ciudad en 2003 y 2004 (Mapa 7). La 
Localidad De la Virgen, donde existe un  mayor número de asentamientos 
informales, paradójicamente tiene la menor participación sobre las inversiones 
en obras públicas, saneamiento básico y vivienda. Allí, están ubicados barrios 
con pobreza extrema como El Pozón y Olaya Herrera, que han sido construidos 
sobre rellenos de la Ciénaga de la Virgen.  
 




El Plan Parcial del Triángulo de Desarrollo Social es la única zona urbana de la 
ciudad que cuenta con una extensión considerable para el desarrollo de   
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vivienda del interés social, el POT previó allí proyectos de vivienda nueva del 
Programa Prioritario de Vivienda,  sin embargo, los costos de la tierra son 
demasiado altos para la VIS. 
 
El programa de vivienda destinado a atender los hogares damnificados por las 
inundaciones de 2004, se encuentra paralizado porque los terrenos del 
Proyecto Colombiatón eran un depósito de residuos químicos. 
 
La implementación de los planes parciales del área de expansión urbana del 
Macroproyecto Parque Distrital Ciénaga de la Virgen, depende de  que las 
empresas de servicios públicos formulen y ejecuten sus planes de expansión 
de acuerdo con las disposiciones del Plan de Ordenamiento Territorial.  
 
Pese a que el Acuerdo 22 de 2004 estableció los porcentajes de participación, 
hasta la fecha no se ha realizado la liquidación del efecto plusvalía, en los 
términos del artículo 81 de la Ley 388, en el Distrito de Cartagena no se están 








Es el caso de una ciudad mediana que por su dinámica poblacional, la 
expansión urbana está limitada al territorio de los municipios vecinos. La 
informalidad se ha contenido sobre el 16% de la superficie de la ciudad, pero 
podría ser el doble en el resto del AMB.  Ello como resultado de unas mejores 
condiciones iniciales (100% formalidad), elevados estándares de vida, 
modernas instituciones locales (continuidad de políticas y capacidad 
empresarial) y elevado acceso a instrumentos de política nacional (ICT, SVF). 
Sin embargo, la informalidad tiene a su favor la inmigración de población pobre 
y desplazada, el copamiento de la meseta y el consecuente encarecimiento del 
suelo urbano, la precaria coordinación e instrumentación de políticas en el 
AMB,  producto de la ausencia de consenso político en torno a los costos y 
beneficios que cada municipio asumiría en la provisión de suelo urbanizado. Es 
decir, en el AMB los municipios que tienen abundancia relativa de suelo, ven 
una relación beneficio-costo negativa en la dotación urbanística para proyectos 
VIS.   
 
En consecuencia para la AMB una estrategia de promoción de la VIS basada 
en un crecimiento de la oferta de suelo urbanizado, en principio debería seguir 
los siguientes lineamientos generales: 
 
Subsidiaridad a lo metropolitano. En procesos de conurbación la 
descentralización administrativa necesita dotar de recursos e instituciones a las 
municipalidades que soportan objetiva o potencialmente una creciente 
inmigración de población pobre, cuando se desea apoyar las políticas de 
planificación y de control urbano relacionadas con controlar (promover) la   
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informalidad (formalidad) de los asentamientos populares. Las áreas 
metropolitanas (Ley 128 de 1994) se crean previa consulta popular y sus 
políticas deben contar con el consenso de los municipios. Sobre el papel sus 
atribuciones resultan claves para la provisión de suelo para la VIS y su 
promoción. 
 
Homologación del control territorial. Independientemente de la subsidiaridad 
señalada y de las condiciones particulares de los municipios, el crear vacíos y 
contradicciones jurisdiccionales al interior de territorios de conurbación, 
establece oportunidades a la urbanización informal y desincentivos a la 
formalidad.  Si al suelo urbanizable no se logra diferenciar del suelo 
urbanizado, se abre espacio para que utilizadores gratuitos de la provisión 
urbana apropien anticipadamente de los beneficios de una eventual 
metropolización. 
 
Coordinación institucional. El marco de políticas y el diseño de instrumentos 
además de estar homologados a lo largo del  territorio conurbano, su 
implementación debe reconocer la dinámica y la geografía de las lógicas de 
ocupación del suelo. Los municipios que tienen disponibilidad de suelo se 
deben dotar oportunamente de instituciones y recursos para promover 
procesos formales y contener a la informalidad. 
 
Sostenibilidad frente al mercado. La intervención del mercado de ámbitos 
metropolitanos del suelo se debe adelantar con instrumentos cuyo diseño 
consulte los diferentes determinantes tras las lógicas de la ocupación del suelo, 
de tal forma que propicien la formación de externalidades positivas para el 
conjunto del territorio metropolitano, que sean apropiadas por el conjunto de la 
sociedad. 
  
Para incrementar la oferta del suelo para la VIS se proponen los siguientes 
lineamientos  específicos: 
 
•  Dotar a la ciudad y su área metropolitana de una institucionalidad  de 
jurisdicción urbanística con cobertura homologada del territorio. De tal 
forma que permita la implementación de los LOM del AMB. Para inducir 
una dinámica cooperativa en tal sentido, se debería invocar un 
procedimiento extrametropolitano que ante una objetiva evaluación de la 
conurbación (demografía y lógicas de ocupación) la AMB conformara 
una nueva entidad político administrativa, como podría ser un Distrito 
Especial, DEAMB. 
 
•  El DEAMB implicaría una subsidiariedad de toda la agenda municipal de 
políticas públicas en pos del tema urbanístico o restringirla 
exclusivamente a este tema. Por un lado ello puede plantear disensos y 
consensos en temas extraurbanos que le resten legitimidad a la 
iniciativa, por otro lado, hacerlo de manera parcial podría menguar 
sinergias en la gestión municipal y minar sus sostenibilidad. Lo 
importante es que cualquiera que sea la opción, se permita al territorio 
AMB avanzar hacia la coordinación y sostenibilidad de políticas.  
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•  El DEAMB necesitaría de entidades supramunicipales especializadas en 
las funciones de control urbano, promoción del suelo urbanizado y de la 
vivienda VIS. De tal forma que sumen recursos, se capitalice la 
experiencia lograda en la AMB y se proceda a implementar los 
diferentes instrumentos de gestión urbana contemplados en la Ley 388 
de 1997 –Ley de Desarrollo Territorial, en lo relacionado con la 
distribución de cargas y beneficios y el régimen del cobro de plusvalías, 
así como impulsar y agilizar los procedimientos complementarios a los 
POT existentes. 
 
•  A partir del nuevo marco institucional, para aumentar la oferta de suelo 
urbanizable, los LOM ya plantean la promoción de instrumentos, como la 
operación de un banco metropolitano de tierras, la construcción de un 
mapa de riesgos, el establecimiento de un observatorio del suelo,  y los 
planes parciales. Los estándares de control deberían como mínimo 
elevarse a la escala de Bucaramanga. A partir de ellos sería posible la 
implementación de instrumentos de gestión urbana y buscar su 
sostenibilidad financiera. 
 
•  Detrás de los planes parciales, no hay fórmulas obvias para estructurar 
con la celeridad deseada las áreas de expansión metropolitana y contar  
con el procedimiento más expedito. Sobre todo cuando se trata de un 
instrumento de planeación de concertación, que pretende llevar el POT a 
la esfera micro y que hasta el momento no tiene sustituto para los 
emprendimientos formales. 
 
•  Hacer efectiva la dotación urbana del suelo urbanizable requiere de un 
marco institucional que logre subordinar a diferentes empresas 
prestadoras de servicios públicos y que establezca incentivos para la 
diversa dotación urbana: acueducto, alcantarillado, drenajes pluviales, 
energía, mitigación de riesgos naturales, vías, espacio público, 
transporte público, entre otros equipamientos.   
 
•  Su operación financiera podría quedar en un banco de inversión capaz 
de conseguir recursos de largo plazo para financiar las inversiones de 
equipamiento de los proveedores y que estos los pagaran también en el 
largo plazo sobre participaciones sobre la futura facturación. Otra 
opción, podría ser creación de una entidad metropolitana que proveyera 
conjuntamente los servicios de acueducto, alcantarillado y el 
aprovechamiento de los drenajes naturales, pero con elevada capacidad 
de apalancamiento financiero para inversión urbanística. 
Independientemente de la modalidad de implementación, lo que se 
pretende es que permita diferir en el tiempo los costos (rentas) que 
hasta el momento se transfieren (apropian) al usuario (urbanizadores), y 
moderar los precios del suelo y de la VIS. De esta manera se daría 
alcance a la Ley 142 de 1994 en cuanto a ofrecer a los usuarios de los 
estratos 1, 2 y 3 de plazos de amortización para los cargos de conexión 
de servicios públicos. 
 





Para incrementar la oferta de VIS se proponen los siguientes lineamientos 
específicos: 
 
•  Dentro de Bucaramanga dada la escasez de suelo y las mejores 
condiciones de las viviendas y de los residentes, para la atención del 
déficit  de vivienda nueva se debería dar prioridad a la ejecución de 
proyectos de renovación urbana y de vivienda multifamiliar. Para atender 
el déficit cualitativo los programas de mejoramiento de vivienda 
ayudarían a disminuir la cohabitación. En idéntico sentido, la 
implementación de un sistema metropolitano de transporte masivo 
mitigaría la presión sobre la reducida área de expansión de 
Bucaramanga. 
 
•  En los otros municipios diferentes a Bucaramanga, el mayor porcentaje 
de déficit cualitativo existente sugiere que el orden de prioridades 
deberían ser los programas de desmarginalización, la necesidad de la 
implementación exitosa de nuevos proyectos VIS previstos en los planes 
parciales y homologar por lo alto los controles urbanos. De esta manera, 
la mayor oferta VIS nueva en el resto del actual AMB, ayudaría a 





Se trata de una ciudad mediana que también muestra un crecimiento urbano 
confinado por la geografía, pero sin proceso de conurbación. La informalidad 
cubre el 69% de la superficie de la ciudad  en unas condiciones de pobreza y 
de carencias habitacionales muy agudas. Cartagena es un centro de atracción 
de población pobre y desplazada de los municipios vecinos, con tal intensidad 
que está próximo el copamiento del perímetro urbano y el suelo urbano es muy 
costoso.  A diferencia de Bucaramanga, las condiciones iniciales (1950) de la 
ciudad ya mostraban una aguda precariedad tanto en los estándares de vida e 
infraestructura, como en la magnitud de la informalidad.  De allí que no resulta 
sorprendente que la magnitud de los problemas sobrepasen la capacidad 
institucional en las funciones de control y gestión urbana, reflejadas en la 
discontinuidad de políticas, la pérdida de credibilidad, las grandes limitaciones 
de recursos, la débil respuesta del sector privado y el deterioro del medio 
ambiente. Además, la mezcla de aguda pobreza e instituciones débiles 
explican el relativo bajo acceso a instrumentos de política nacional, en su 
momento el ICT y mas recientemente los SVF. Ante la magnitud y la 
complejidad del problema, los municipios han rechazado conformar un área 
metropolitana con Cartagena.  
 
Allí,  una estrategia de promoción de la VIS basada en un crecimiento de la 
oferta de suelo urbanizado, se le debería agregar  los siguientes lineamientos 
generales: 
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Subsidiaridad a lo social. De la política social hacia la urbanística, pues ante la 
magnitud de las carencias urbanas los programas masivos de asistencia social 
permitirían apuntalar los instrumentos de mejoramiento habitacional y urbano. 
Hasta el momento la experiencia de políticas muestra una subsidiaridad 
operando en el sentido contrario, es decir, ante la pobreza masiva el solo 
urbanismo no basta para contener la informalidad y promover la formalidad.  
Sería pertinente ofrecer paquetes de incentivos sociales en torno a la VIS. De 
esta manera se rescatará la legitimidad de los instrumentos de planificación y 
de control urbano y se brindaría sustento complementario a la reducción del 
déficit. 
 
Escala y visibilidad. La reducción de la pobreza a partir de la solución de 
carencias habitacionales, en las magnitudes de Cartagena requiere de 
programas que combinen visible cobertura y geografía focalizada, de tal forma 
que las intervenciones muestren resultados tangibles de beneficios frente a la 
informalidad. Se necesita inducir procesos de imitación a partir de programas 
indudablemente exitosos. 
 
Reinformalidad. Las políticas y sus implementaciones deben acomodarse a los 
rasgos de la informalidad y no confrontarlos, al menos cuando se trata de un 
caso de pobreza masiva. De esta manera se pueden vincular los recursos de la 
comunidad e inducir procesos de carácter endógeno. De hecho, el principal 
motor de la urbanización informal es el capital social. Esto implica privilegiar las 
políticas de reducción del déficit habitacional cualitativo sobre las políticas de 
control, en lo que corresponde a zonas informales consolidadas.  
 
Tutelaridad supramunicipal. Cuando la pobreza es tan grande y es tan escaso 
el suelo, son bajas las probabilidades de implementar con éxito esquemas 
cooperativos como pueden ser los  instrumentos de gestión urbana de suelo, 
los sistemas de subsidios cruzados y los arreglos metropolitanos. 
Sencillamente, son muy pocos quienes aportan frente a la magnitud de la 
población beneficiaria.  Ante la carencia de incentivos para cooperar en el 
ámbito local esta se debe suplir por la intervención institucional y presupuestal 
por fuera de la esfera municipal, en principio del Gobierno Central, al menos 
mientras se induce un proceso endógeno.  
 
Para incrementar la oferta del suelo para la VIS se proponen como 
lineamientos  específicos: 
 
•  Se debe abordar una estrategia de fortalecimiento institucional de las 
entidades locales encargadas del diseño, ejecución y control de las 
políticas de control urbano, dotándoles de indicadores de línea de base y 
mecanismos de veeduría ciudadana.  Una manera sería  a través de una 
misión de asesoría técnica. Se debe pasar rápidamente de la norma a la 
implementación efectiva de los diferentes instrumentos de uso del suelo  
para vivienda popular. Los controles deben ser mas estrictos en las 
áreas de expansión.  
 
•  La Dirección de Control Urbano debe implementar un sistema de control 
a la enajenación de proyectos de vivienda eficiente y eficaz, con el fin de   
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que no se vendan proyectos que no estén previamente inscritos. La 
Comisión de Veeduría a las Curadurías Urbanas debe reunirse por lo 
menos una vez al mes, para dar cumplimiento a la normatividad vigente. 
Adicionalmente debe emitir pronunciamientos sobre los proyectos que 
no cumplen con dichas normas. 
 
•  Se debe avanzar en pos de la conformación de un área metropolitana. 
Cartagena debe promover con los municipios vecinos acciones de 
coordinación intermunicipal para el Ordenamiento Territorial. Alianzas en 
materia de prestación de servicios públicos por parte del Distrito, podría 
favorecer el desarrollo de VIS en los municipios vecinos, ya que el costo 
de la tierra es mucho menor.  
 
•  Ante la baja rentabilidad que los constructores le atribuyen a la VIS por 
los elevados costos del la tierra y la lenta respuesta de las empresas y 
entidades encargadas de la provisión de equipamiento urbano, rentable 
para los constructores privados, se requiere de la conformación de un 
banco de tierras en la zona de expansión urbana definida por el Plan de 
Ordenamiento Territorial y reglamentada en el Macroproyecto Parque 
Distrital Ciénaga de la Virgen, para la construcción de vivienda tipo 1 y 2. 
 
•  Es necesario implementar la liquidación del efecto plusvalía, en los 
términos del artículo 81 de la Ley 388, para que el Distrito de Cartagena 
pueda cobrar dicha participación.  
 
•  Titulación. El proceso de titulación y legalización de vivienda que se 
adelantó en la zona suroriental de Cartagena de Indias dentro del 
Proyecto de Rehabilitación de esta zona entre 1979 y 1986, está 
inconcluso. A la fecha se encuentran pendientes por entregar 
aproximadamente 2.000 escrituras. Adicionalmente es necesario definir 
la situación de todas las familias que habitan en el área comprendida 
entre la franja de terreno objeto del proyecto de rehabilitación antes 
señalado y la Vía Perimetral de la Ciénaga de la Virgen. Para poder 
ejecutar un programa de titulación en esta zona es necesario desafectar 
estos terrenos, que son de uso público por haber sido producto del 
secamiento de un cuerpo de agua, mediante la expedición de una Ley 
que autorice la titulación a sus actuales ocupantes. El riesgo por 
inundación presente en la zona, está siendo mitigado con la 
construcción de la Vía Perimetral y algunas obras de drenaje que hacen 
parte de ese mismo proyecto. En otras zonas de la ciudad, para hablar 
de titulación y legalización primero habría que buscar la manera de 
mitigar los riesgos presentes y en algunos casos la solución será la 
relocalización por tratarse de riesgos no mitigables. 
 
 
Para incrementar la oferta de VIS se proponen los siguientes lineamientos 
específicos: 
 
•  La localización de vivienda de interés social en los corregimientos es 
una solución al problema del valor de la tierra en la ciudad, y permitiría   
 
  61
hacer vivienda de interés social de acuerdo con las áreas establecidas 
en el Plan de Ordenamiento Territorial, que responde a las 
características y necesidades climáticas y sociológicas de Cartagena. 
 
•  Dentro de Cartagena dada la escasez de suelo, las peores condiciones 
de las viviendas y de los residentes, la atención el déficit cualitativo se 
podría atender prioritariamente mediante programas masivos de 
desmarginalización y programas de mejoramiento de vivienda.  
 
•  Vivienda nueva. Dado que la VIS tipo 1 no es accesible para la 
población objetivo por sus bajos ingresos, informalidad laboral, los SFV 
deberían corresponder al 100% del valor.  Eso ya se hizo con las 
viviendas entregadas a las familias víctimas del invierno del año 2004 y 
a las que fueron relocalizadas para la construcción de la Vía Perimetral, 
financiadas en su totalidad por el Estado. Para la localización de 
proyectos de vivienda nueva en los corregimientos, debe trabajarse en el 
mejoramiento de la prestación de los servicios públicos en los mismos, y 
articularlos con el Sistema Integrado de Transporte Masivo. Es 
necesario que el Gobierno Nacional revise la normatividad sobre áreas 
mínimas de las viviendas de interés social, aumentándola en atención a 
las condiciones climáticas y sociales locales.   
 
•  Los programas de autoconstrucción y mejoramiento de viviendas se 
deben promover en las localidades más deprimidas, acompañados de 
programas de desmarginalización y de asistencia social a las familias. 
La promoción de la formalidad no debe descansar exclusivamente en la 
construcción de vivienda completa. Por su naturaleza los procesos de 
vivienda progresiva evidentemente se adecuan mucho mejor a las 
necesidades de la población pobre. Así que estas pueden complementar 
las propuestas de promover la densificación de barrios populares, a 
través de los proyectos de vivienda multifamiliar y el mejoramiento de las 
viviendas,     
 
•  Apoyar desde el Viceministerio de Vivienda la ejecución del programa 
prioritario de vivienda del Plan de Ordenamiento Territorial.  
 
Lineamientos para una estrategia nacional  
 
Ante todo es preciso reconocer, que dadas las diferencias históricas y 
estructurales observadas entre ambas ciudades, no es fácil establecer 
recomendaciones generales para el resto del país, sin embargo existen 
afinidades entre si y coincidencias con el conocimiento general del tema que 
permiten esbozar algunos lineamientos para una estrategia nacional para la 
VIS, que se debe recibir con beneficio de inventario a la luz de las 
particularidades de las dos ciudades. Otra salvedad, que es preciso mencionar 
hace referencia a que pesar de la amplitud y profundidad del espectro de los 
términos de referencia de estudio, los resultados aunque responden a los 
interrogantes propuestos de acuerdo con la disponibilidad de la información,  
también plantean y replantean nuevas y viejas preguntas: ¿Cómo hacer 
operativa la Ley 128 de áreas metropolitanas? ¿Pese a sus presuntas   
 
  62
bondades, porqué no se ha podido implementar la ley de vivienda  (388) y la 
ley de servicios públicos?, ¿En cambio de dilemas, cómo lograr sinergias para 
la VIS de la interacción entre las políticas de descentralización y las de 
desarrollo urbano?, ¿Cómo capitalizar la racionalidad de los urbanizadores 
informales para incrementar la oferta de suelo y VIS?, ¿Cuáles son los costos 
de la vivienda popular, cuál es su relación con los mapas de riesgos y como 
afectan las inversiones de desmarginalización de barrios?, ¿Porqué el actual 
arreglo institucional de servicios públicos resulta insuficiente?, ¿Cómo 
instituciones, la economía y el empleo al interior de los barrios populares 
afectan la dinámica de la VIS?,  ¿Qué hacer para que ciudades pobres y con 
débiles instituciones accedan mas a la VIS?, entre otras preguntas. 
 
La dinámica del poblamiento urbano copando y desbordando los perímetros 
administrativos en ambas ciudades, en pos de los municipios vecinos plantea la 
necesidad de una institucionalidad que promueva la oferta de suelo urbano a 
precios accesibles para los sectores populares, basada en los desarrollos de la 
Ley 388. De lo contrario, los esfuerzos fiscales serán sucesivamente mitigados 
por el creciente precio de la tierra y por la pobreza de los demandantes de la 
VIS.  
 
Frente a procesos de conurbación se necesitan soluciones supramunicipales y 
condiciones favorables a la cooperación. La carencia de una administración 
metropolitana para Cartagena y sus zonas de influencia, así como la precaria 
instrumentación de la misma para el AMB, muestran que las instituciones 
relacionadas con el mercado del suelo y la VIS son endógenas a las 
condiciones  socioeconómicas de la localidad. Sin mediar incentivos y 
compensaciones para la oferta de suelo urbanizable en los municipios vecinos 
a las grandes y medianas ciudades, estos difícilmente adoptaran políticas 
activas y serán vulnerables a la informalidad. 
  
Sin embargo, más allá de la diferenciación en la historia de dos ciudades, su 
revisión cuidadosa plantea reflexiones generales. Para incrementar la oferta del 
suelo  y  de VIS se agregan los siguientes lineamientos (Tabla 32). 
 
Credibilidad. La adopción de una institucionalidad metropolitana no resulta 
obvia en la práctica, sin que se le brinde credibilidad entre las poblaciones 
involucradas y sostenibilidad financiera.  En la medida que los pobres se 
establezcan en zonas de alto riesgo  y que el suelo potencialmente urbanizable 
no se logre dotar de servicios, no se podrán generar dinámicas cooperativas 
entre los municipios circunvecinos con la metrópoli que demanda vivienda 
popular, que permitan implementar la Ley 128 de 1994 de áreas 
metropolitanas. Ello puede dar lugar a la informalización de los municipios 
circunvecinos y también de la metrópoli, sin duda, el peor de los mundos y una 
opción que reclama un replanteamiento de la estrategia de descentralización 
en los temas urbanísticos y el papel de facilitador encomendado al Estado 
Central.  
 
Al interior de cada ciudad la credibilidad de las políticas se puede promover a 
través de instituciones autónomas al ejecutivo local y con una solvencia 
técnica, en aspectos urbanísticos, legales y de evaluación de proyectos. De   
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esta manera, las políticas de intervención del uso del suelo tendrán la 
capacidad de influir de la manera esperada sobre la formación de expectativas  
en el mercado de tierras.  Es decir, derivando ingresos fiscales de los procesos 
especulativos, vinculando a los terratenientes a la urbanización formal, 
empoderando a las comunidades de los procesos de urbanización, 
incrementando la oferta de suelo urbanizable, y moderando la escalada de 
precios 
 
Flexibilidad. Se debe ampliar el espectro de aplicación de los instrumentos de 
política y estrechar su funcionalidad con los mercados. Por ejemplo, el 
financiamiento y los subsidios también deberían ser destinados a la compra de 
vivienda existente,  al mejoramiento de la vivienda y a la autoconstrucción, 
junto con la promoción de la construcción de vivienda nueva. Ello debería ir de 
la mano de la promoción del capital social a escala de barrio y proyecto, no 
sólo para darle sostenibilidad a los proyectos, sino también para estrechar los 
vínculos institucionales de la comunidad con el Estado, hasta el momento 
agenciados en la mayoría de los casos por la trinidad de terratenientes-
urbanizadores-políticos, con elevados sobrecostos para la sociedad. 
 
También se podría permitir la conformación de microempresarios inmobiliarios 
en los segmentos populares permitiendo la propiedad de más de una VIS y su 
arrendamiento, tanto por parte de  familias como para entidades comunitarias. 
Adicionalmente, se debería flexibilizar la norma del área mínima de VIS para 
que se concilien las necesidades inherentes  a la autoconstrucción y la cultura 
local. De esta forma, se abriría espacio para la vinculación de una mayor 
cantidad de recursos de las familias y las comunidades a los procesos de 
construcción formal, que hasta el momento han nutrido la informalidad.  
 
Descentralizar. La instrumentación de la política nacional de SVF no se puede 
dejar a las fuerzas del mercado, concentrando recursos donde las instituciones 
son más modernas, se  tienen menores carencias habitacionales y es menor la 
informalidad laboral. Para llegar a la población mas pobre el modelo virtual del 
FONVIVIENDA, debería transitar a esquemas descentralizados de promoción 
urbana (estilo ICT), donde se promoviera entre los constructores y las 
comunidades la demanda de los SVF.  
 
El FONVIVIENDA debería seguir metas de colocación de SVF de acuerdo a 
una línea de base según las magnitudes del déficit cuantitativo y las tendencias 
poblacionales del CENSO de 2005, ello sería dar el paso a  bolsas regionales y 
locales. También se podría establecer incentivos sujetos a aumentos en la 
oferta de suelo urbanizable al acceso a las transferencias del Sistema General 
de de Participaciones SGP que financia alrededor del 40% de la inversión en 
servicios públicos EPS, junto con las recomendaciones del CONPES 3383 de 
promover la operación regional de acueducto y alcantarillado, así  como la 
reglamentación de la asignación de los recursos destinados a agua potable y 
saneamiento básico, dentro del porcentaje de libre destinación del SGP (DNP, 
2005).  
 
Los SFV del FONVIVIENDA podrían asignarse con esquemas flexibles de 
acuerdo a la idiosincrasia urbana de las ciudades,  que permitan priorizar la   
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geografía local de las carencias habitacionales,  acuerdo a diagnósticos 
urbanísticos y socioeconómicos, para lo cual el FONVIVIENDA podría ofrecer 
funciones técnicas de asesoría en instrumentos de gestión del suelo y 
promoción del capital social a través de las OPV.  
 
Integralidad. La legalización de los títulos de la propiedad por si sola, no tiene 
porque necesariamente elevar el valor del patrimonio de los pobres, ni 
garantizar el acceso al mercado de crédito y en cambio puede resultar en un 
incentivo a la informalidad con efectos indeseados sobre la credibilidad de las 
políticas. La promoción de la oferta formal a través del estímulo a la promoción 
privada, sin aumentar la tierra equipada, puede resultar en transferencias vía 
precios a favor del terrateniente. La exclusiva flexibilización de normas técnicas 
puede resultar en convergencia de la formalidad hacia los estándares de la 
informalidad.  
 
Los rasgos de la demanda residente en los barrios informales y sus 
necesidades de vivienda, hacen necesario de la integralidad y heterodoxia en 
las soluciones. El jefe de hogar promedio tiene 42 años, educación básica 
incompleta, 4 personas en el hogar, es un trabajador informal, que reúne 
ingresos equivalentes a un SMLM. Por lo general se trata de una familia 
inmigrante rural, desplazado por la violencia o perteneciente a una dinastía de 
pobres urbanos o, que reside mas de una década en el barrio, vive hacinada en 
una vivienda, en arrendamiento o asumiendo la propiedad de hecho, conectada 
irregularmente a la red de servicios públicos domiciliarios. En general, les 
agrada del barrio los vínculos comunitarios que le permitieron mejorar vivienda 
y zonas comunes y les desagrada la insalubridad, riesgos de terrenos y el 
acceso a los servicios públicos.  
 
Heterodoxia. Para este perfil de demanda, los bajos e inciertos ingresos, hacen 
muy difícil el acceso al crédito y a los SFV, que es lo que efectivamente ocurre 
en ciudades y barrios con pobreza extrema. Allí, la reducción del déficit de 
vivienda se logra de manera muy lenta, es intensiva en capital social y recursos 
no monetarios. Por consiguiente, se hace necesario la aplicación de paquetes 
de integrales (i.e. niñez, vejes, educación, desplazados, salud, seguridad 
alimenticia)  en torno a la VIS (i.e. desmarginalización, mejoramiento de 
viviendas, titulación) de acuerdo al perfil socioeconómico de los barrios.  Estas 
intervenciones deben ser temporalmente definidas y con fases supeditadas a 
progresos en la reducción del déficit  de vivienda. La ejecución, administración, 
veeduría y control debería ser intensiva en la vinculación de la institucionalidad 
de la comunidad y de sus recursos laborales y empresariales.   
 
“Para motivar el acceso de los usuarios potenciales, deben ligarse los 
eslabones de la cadena subsidio-crédito, se debe promocionar el UVR, reducir 
el número y duración de los trámites. Dado que la principal causa de rechazo 
son los ingresos insuficientes se debería incrementar el valor de los subsidios 
para el segmento de población analizada y promover el mecanismo de crédito 
para ingresos superiores. Específicamente, debe corregirse la contradicción 
que sean los hogares de menos ingresos los que solicitan subsidio, pero se lo 
aprueban a hogares con mayores ingresos.  
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De acuerdo   a lo   anterior, el objetivo de incrementar el acceso al 
financiamiento de VIS para segmentos de población con ingresos entre 1 y 3 
SMMLV, enfrenta fallas de mercado producto de su segmentación, que se 
hacen visibles en el acceso a la información de las líneas de crédito, de la 
capacidad de pago de los usuarios informales, la escala de los oferentes, el 
sesgo en las diferentes etapas de la operación de crédito a favor de los 
usuarios formales, a subtilizar recursos de largo plazo y a sobreexigir requisitos 
de información.  
 
Dicho objetivo sería susceptible de promoción en la medida que la estrategia 
de crédito incorporara a la instrumentación los siguientes criterios:  
 
 
•  Se debe promocionar el conocimiento del subsidio y del crédito UVR. 
•  Flexibilizar los requisitos de acceso al redescuento, sin poner en riesgo 
su sostenibilidad. 
•  Condicionar lo anterior,   al monitoreo de indicadores de remoción del 
sesgo y de homologación de tecnologías crediticias a los estándares de 
los bancos hipotecarios.  
•  Constituir centrales de riesgo especializadas en usuarios informales, 
cuya calidad de información le reste preeminencia a las garantías y a la 
formalidad del estado laboral.  
•  Revisar la pertinencia de los topes a la tasa de interés y mínimos 
patrimoniales a los oferentes de crédito, frente al objetivo de política.  
•  Ampliar el portafolio de productos VIS y flexibilizar su diseño de acuerdo  
a las necesidades de los usuarios” (CEDE, 2005). 
 
 
En general, a cualquier iniciativa de política puede tener resultados frustrantes, 
si no se ataca la informalidad por la vía del mercado, ampliando el acceso al 
suelo formal, con mecanismos de gestión del suelo que permitan diferir en el 
largo plazo los impactos sobre los presupuestos familiares y fiscales, así como 
las utilidades de los terratenientes y urbanizadores. y moderando los costos el 
impacto fiscal. La integralidad se debe dar según la problemática de cada 
ciudad, con estrategias persuasivas-preventivas basadas en un fortalecimiento 
institucional que permita una activa intervención de los mercados del suelo 
urbano. En la integralidad también resulta inefable la contribución de las ESP. 
Como una generalidad su oferta se encuentra rezagada de la demanda y es 
uno de los componentes más significativos dentro de las estructuras de costos 
de la VIS. Finalmente, es preciso mencionar que varios de los lineamientos 
mencionados en torno a las Áreas Metropolitanas, Servicios Públicos y Gestión 
del Suelo están explícitos o son susceptibles de instrumentarse desde las leyes 










Tabla 32 Lineamientos de política inspirados en el AMB y Cartagena 
 




Pobreza e informalidad 
críticas, instituciones 
débiles (Cartagena)  
En general (sin las 
particularidades del AMB y 
Cartagena) 
Subsidiaridad a lo 
metropolitano 
Implementación de LOM,  
Distrito Especial, Ley 128 
áreas metropolitanas 
  
Homologación del control 
territorial 
Fortalecimiento institucional, 
Estándares de Control 
  
Coordinación Institucional  Ley 128 y Distrito Especial,  
Planes Parciales, Ley 142 y 
EPS 
Ley 128 y creación de un 
área Metropolitana 
 
Sostenibilidad frente al 
mercado 
Ley 388 y gestión del suelo, 
Banco de Tierras, Mapa de 
Riesgos, Observatorio del 
Suelo,  
Ley 388 y gestión del 
suelo, Banco de Tierras, 
Mapa de Riesgos, 
Observatorio del Suelo, 
Titulación 
 















Subsidiaridad a lo social    Redes de protección social  
+ VIS, 
 
Escala y Visibilidad    Fortalecimiento del Capital 
Social, promoción de OPV 
 
Reinformalidad   Mejoramiento  de 







Credibilidad      Ley 388 y compensaciones, 
fortalecimiento institucional, 
línea de base regional 
Flexibilidad      Ampliar el portafolio VIS: 
mejoramiento, arrendamiento 
VIS, idiosincrasia de áreas 
mínimas… 
Descentralizar       Fonvivienda con funciones de 
de promoción  urbanística y 
técnica, SGP 
Integralidad       Estrategia con Gestión del 
Suelo + ESP + énfasis 
idiosincrásico. 
Heterodoxia    .   Intervenciones condicionado 
a metas y vinculado a la 
comunidad .Aumento de 
SFV. Reforma al sistema de 
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